
Supervisión
sobre el derecho

para mujeres migrantes víctimas 
de violencia de género

de acceso a la justicia 

Informe Defensorial n.º006-2023-DP/ADM

JUSTICIA



2 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
Defensoría del Pueblo 
Jirón Ucayali n.º 394 - 398 
Lima, Perú 
Línea fija: (511) 311 0300 
Línea gratuita: 0800-15-170 
Página web: www.defensoria.gob.pe 
Correo electrónico: defensor@defensoria.gob.pe 
 
 
Informe Defensorial Nº 006-2023-DP/ADM SUPERVISIÓN SOBRE EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA PARA MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 
DE GÉNERO 
 
 
Primera edición: Lima, Perú, diciembre 2023 
 
 
Hecho el Depósito Legal en la Biblioteca Nacional del Perú n.° 2023-12910 
 
 
El presente documento fue realizado por la consultora Claudia Lovon Benavente. El 
proceso de elaboración, revisión y corrección del documento estuvieron a cargo las 
comisionadas Patricia Verónica Sarmiento Rissi e Isabel Ortiz Urbizagastegui, bajo la 
dirección de la Adjunta para los Derechos de la Mujer (e), Diana Carolina Portal Farfan. 
 
Esta publicación ha sido posible gracias al apoyo técnico y financiero de Agencia 
Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID). 
 
Se expresa un especial agradecimiento por el valioso trabajo realizado de las Oficinas 
Defensoriales de Lima, Lima Norte, Lima Sur, Lima Este, Callao, Arequipa y La Libertad. 
 

http://www.defensoria.gob.pe/
mailto:defensor@defensoria.gob.pe


3 
 

 
SUPERVISIÓN SOBRE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA PARA 

MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO  

 
Índice 

4.2.1. Disponibilidad de órganos y personal especializado para la defensa 
de personas migrantes víctimas de violencia de género y/o atención 
de sus denuncias 34 

4.2.2. Disponibilidad de canales alternativos de denuncia 38 

4.3.1. Accesibilidad económica 40 
4.3.2. Accesibilidad sin discriminación 40 
4.3.3. Accesibilidad de información 42 
4.3.4. Acceso a centros de atención integrales 44 

4.4.1. Atención sin discriminación 45 

SIGLAS Y ABREVIATURAS 5 

1. INTRODUCCIÓN 7 

Objetivo 8 

Metodología 8 

2. MARCO NORMATIVO Y CONCEPTUAL 9 

2.1. Estándares internacionales y nacionales sobre el derecho de acceso a la 

justicia de las mujeres migrantes víctimas de violencia de género 9 

2.2. Marco normativo e institucional para el acceso a la justicia de mujeres 

migrantes víctimas de violencia de género en Perú 13 

3. SITUACIÓN DE LAS MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 
DE GÉNERO EN EL PERÚ 18 

3.1. Cifras de violencia de género contra mujeres migrantes en el Perú 18 

3.2. Acceso a mecanismos de regularización por parte de mujeres víctimas de 

violencia de género 23 

4. DIAGNÓSTICO SOBRE EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A 
LA JUSTICIA DE MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE GÉNERO EN 
EL PERÚ 25 

4.1. Justiciabilidad de casos de violencia de género de mujeres migrantes 25 

4.2. Disponibilidad de los servicios del sistema de justicia 34 

4.3. Accesibilidad del sistema de justicia 39 

4.4. Buena calidad y suministro de recursos en el sistema de justicia 45 



4 
 

4.4.2. Capacitación de las y los funcionarios que brindan atención a 
personas migrantes víctimas de violencia de género 46 

4.4.3. Existencia de mecanismos de tutela urgente 54 
4.4.4. Efectividad de los recursos 55 

 

4.5. Rendición de cuentas 56 

5. CONCLUSIONES 59 

6. RECOMENDACIONES 62 

Al Poder Judicial y Ministerio Público 62 

Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 62 

A la Policía Nacional del Perú 63 

Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 63 

Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio Público, Policía 

Nacional del Perú, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Poder Judicial y 

Ministerio de Salud 64 

8. BIBLIOGRAFÍA 65 

ANEXOS 67 

Anexo 1: Solicitudes de información presentadas 67 

Anexo 2: Denuncias ante el Ministerio Público por violencia de género contra 

personas migrantes por distrito fiscal 68 

Anexo 3: Denuncias ante el Ministerio Público por violencia de género contra 

personas migrantes por nacionalidad 69 

Anexo 4: Acusaciones fiscales realizadas por el Ministerio Público por violencia de 

género contra personas migrantes por distrito fiscal 70 

Anexo 5: Centros Emergencia Mujer por región a agosto de 2022 71 



5 
 

SIGLAS Y ABREVIATURAS 

 
CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos 

CPP: Carné de Permiso Temporal de Permanencia 

CEDAW: Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer 

CEM: Centros Emergencia Mujer 

Centros ALEGRA: Centros de Asistencia Legal Gratuita 

Comité CEDAW: Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 

Convención Belém do Pará: la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer 

Convención sobre los Trabajadores Migratorios: Convención internacional sobre la 
protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 

Comisión de Acceso a la Justicia: Comisión Permanente de Acceso a la Justicia de 
Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad 

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos 

DADDH: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

Decreto Legislativo 1368: Decreto Legislativo 1368, Decreto Legislativo que crea el 
Sistema Nacional Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia 
contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar 

Decreto Legislativo 1350: Decreto Legislativo 1350, Decreto Legislativo de 
Migraciones 

DGDPAJ: Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia 

DUDH: Declaración Universal de Derechos Humanos 

EMPOVE: Encuesta dirigida a la población venezolana que reside en el país 

JNJ: Junta Nacional de Justicia 

Ley 30364: Ley 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar 

Ley 29360: Ley 29360, Ley del Servicio de Defensa Pública 

Migraciones: Superintendencia Nacional de Migraciones 

MIMP: Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 

MINJUSDH: Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

MININTER: Ministerio del Interior 

OCPF: Oficina de Control de la Productividad Fiscal 

PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
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PNP: Policía Nacional del Perú 

Porgrama Aurora: Programa Nacional para la Prevención y Erradicación e la Violencia 
contra las mujeres e Integrantes del Grupo Familiar  

Protocolo de actuación conjunta CEM – EE.SS: Protocolo de actuación conjunta 
entre los Centros Emergencia Mujer – CEM y los Establecimientos de Salud – EE.SS. 
para la atención de las personas víctimas de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar 

Protocolo de actuación conjunta CEM – Defensa Pública: Protocolo de Actuación 
Conjunta entre el Centro Emergencia Mujer y los Servicios de Defensa Pública 

Protocolo de Actuación Conjunta de Atención Integral: Protocolo Base de Actuación 
Conjunta en el ámbito de la atención integral y protección frente a la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar 

PTP: Permiso Temporal de Permanencia 

SGF: Sistema de Gestión Fiscal 

SIATF: Sistema de apoyo al trabajo fiscal 

SIDPOL: Sistema de Registro y Control de Denuncias 

SNEJ: Sistema Nacional Especializado de Justicia 

SID: Sistema de Información Defensorial 

UNPFA: Fondo de Población de las Naciones Unidas 
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1. INTRODUCCIÓN 

 
El acceso a la justicia de las mujeres se ha visto históricamente obstaculizado por 
factores como la persistencia en el uso de estereotipos de género por operadores 
judiciales, la existencia de leyes discriminatorias, ciertas prácticas en materia probatoria, 
o el hecho de que no se haya asegurado que los servicios de justicia sean física, 
económica, social y culturalmente accesibles1.  
 
En particular, en el caso de las mujeres víctimas de violencia de género, el ejercicio de 
este derecho se ve afectado por cuestiones como el desconocimiento sobre qué actos 
pueden constituir una violación de derechos, la fragmentación de las instituciones que 
tienen competencia para recibir este tipo de denuncias, la falta de capacitación en 
materia de igualdad de género para los operadores judiciales, y los insuficientes 
recursos de personal, presupuestal y de infraestructura que pueden tener los órganos 
de sistemas especializados de justicia para estos casos2. Por su parte, cuando las 
víctimas son mujeres migrantes experimentan más dificultades para acceder a la 
justicia, tales como no acceder a los servicios de asistencia jurídica del país de acogida 
o la falta de atención u hostilidad de sus funcionarios a la hora de atenderlos3. 
 
Según información del Boletín Estadístico Migratorio de la Superintendencia Nacional 
de Migraciones, entre el año 2019 y febrero de 2023, la autoridad migratoria ha expedido 
468, 783 carnés de extranjería, de los cuales el 372, 719 (79.5%)  han sido expedidos 
a personas de nacionalidad venezolana. De esta última cifra, el 54.2% fueron para 
mujeres4. 
 
En efecto, en los últimos cinco años, Perú se ha convertido en un país de acogida para 
miles de personas migrantes de nacionalidad venezolana, que se han visto obligadas a 
salir de su país por la crisis económica, social y política. Según señala el ACNUR en su 
Informe Anual 20225, el Perú alberga a más de 1.5 millones de personas refugiadas y 
migrantes venezolanas, de las cuales 532,000 son solicitantes de refugio; siendo Lima 
la ciudad con el mayor número de venezolanos fuera de su país  natal a nivel mundial. 

 
De otro lado, la “Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes 
de Venezuela R4V”, señala que a septiembre de 2022, el 35% de las personas 
venezolanas que viven en el Perú están en condición irregular, siendo la regularización, 
que otorga la residencia permanente una de las principales necesidades de las personas 
refugiadas y migrantes de Venezuela en el Perú.6 
 
En ese contexto, como parte de sus funciones para la defensa de los derechos de las 
personas y la supervisión de los deberes de la administración estatal y la prestación de 
servicios públicos7, la Defensoría del Pueblo viene haciendo seguimiento a la situación 

 
1 Comité CEDAW. Recomendación general núm. 33 sobre el acceso a la justicia. CEDAW/C/GC/33. 3 de agosto de 

2015, párr. 3. 
2 CIDH. Violencia y discriminación contra mujeres, niñas y adolescentes: Buenas prácticas y desafíos en América 

Latina y en el Caribe. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 233. 14 de noviembre de 2019, párr. 132 
3 Comité CEDAW. Recomendación general No. 26 sobre las trabajadoras migratorias, 2008, párr. 21.  
4 INEI. Condiciones de vida de la población venezolana que reside en Perú. Resultados de la “Encuesta dirigida a la 

población venezolana que reside en el país”. EMPOVE 2022. Lima: INEI. 
5 ACNUR Perú - Informe anual Enero a diciembre de 2022.  
6 Análisis de Necesidades de Refugiados y Migrantes RMNA 2022 de la Plataforma de Coordinación Interagencial 

para Refugiados y Migrantes de Venezuela. Octubre 2022. Disponible en:  

file:///C:/Users/zadhi/Downloads/RMNA_2022_ESP%2520WEB%2520v2.pdf 

 
7 Artículo 162 de la Constitución Política del Perú.  

about:blank
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de las personas migrantes en general8; y a la situación de las mujeres migrantes 
víctimas de violencia de género, en particular9.  
 
El informe presenta los hallazgos en tres partes. En la primera, se explica el marco 
normativo y conceptual que sientan las bases del informe. En la segunda, se presenta 
la situación de las mujeres migrantes víctimas de violencia de género. Finalmente, en la 
tercera, se realiza un diagnóstico sobre su ejercicio del derecho de acceso a la justicia. 
Esta última sección se divide a su vez en cinco partes, que corresponden a los 
componentes que, según el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (Comité CEDAW), debe contar un sistema de justicia para garantizar de forma 
efectiva el derecho de acceso a la justicia.  
 

Objetivo 

 
Identificar los obstáculos que enfrentan las mujeres migrantes víctimas de violencia de 
género en el ejercicio de su derecho de acceso a la justicia, haciendo énfasis en el 
periodo comprendido entre enero de 2019 y agosto de 2022, enfocándonos en cuatro 
regiones con altas tasas de violencia y presencia de migrantes en el Perú: Lima 
Metropolitana, Callao, Arequipa y La Libertad. 
 

Metodología 

 
La metodología utilizada combinó la revisión y análisis de fuentes documentales con la 
aplicación de herramientas de recojo de información. En cuanto a lo primero, se examinó 
de forma exhaustiva el marco normativo internacional y nacional sobre el derecho de 
acceso a la justicia aplicable a mujeres migrantes víctimas de violencia de género.  
 
Del mismo modo, se revisó la información proporcionada por el Poder Judicial, el 
Ministerio Público, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (MINJUSDH), el Ministerio del Interior 
(MININTER), el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Superintendencia Nacional de 
Migraciones (Migraciones) y la Policía Nacional del Perú (PNP), como respuesta a las 
solicitudes de información presentadas entre octubre y noviembre 2022 para la 
elaboración de este informe (véase Anexo 1)10.  
 
También se analizaron las quejas y petitorios relativos a personas migrantes con 
relación al sistema de justicia y su integridad personal, registradas entre enero de 2019 
y agosto de 2022 en el Sistema de Información Defensorial (SID). Esta información fue 
complementada con otras fuentes de acceso público como páginas web de entidades 
del gobierno e informes de organizaciones de la sociedad civil y/o cooperación 
internacional.  
 
Con relación al recojo de información, se aplicaron las fichas en noviembre de 202211, 
a los Centros Emergencia Mujer (CEM) y los Centros de Asistencia Legal Gratuita 
(Centros ALEGRA)12 de las regiones sobre las cuales hace énfasis el presente informe. 

 
8 Defensoría del Pueblo. Personas venezolanas en el Perú: Análisis de la situación antes y durante la crisis sanitaria 

genera por el COVID-19. Informe de Adjuntía Nº 002-2020-DP/ADHPD.  
9 Defensoría del Pueblo. Violencia basada en género contra mujeres migrantes en Perú. Documento de trabajo Nº 002-

2021-DP/ADM.  
10 Al momento de cierre de este informe, solo quedaba pendiente la respuesta a la solicitud presentada a la Comisión 

de Justicia de Género del Poder Judicial. 
11 La aplicación de esta herramienta se dio de manera virtual. Específicamente, se utilizó como herramienta los 

Formularios de Google. Se diseñaron tres fichas de recojo de información diferenciadas para cada tipo de actor 

participante en el informe. Las fichas de recojo de información fueron completadas hasta el 25 de noviembre de 2022.  
12 Cabe señalar que en algunas de las respuestas recibidas las y los funcionarios que participaron en el estudio indicaron 

que trabajaban en defensa pública o asistencia legal, de forma general, o específica, mencionando una reunión, sin 
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Asimismo, se aplicaron fichas de recojo de información a organizaciones de sociedad 
civil y/o cooperación internacional, canalizando su participación a través de dos 
espacios multiactor: el Subgrupo Protección del Grupo de Trabajo para Refugiados – 
Perú y el Grupo de Movilidad Humana de la Coordinadora Nacional de Derechos 
Humanos.  
 
En total, se recabaron 17 respuestas por parte de los y las representantes de los CEM, 
216 de los Centros ALEGRA, y 30 de organizaciones de sociedad civil y/o cooperación 
internacional. Doce de las y los funcionarios de los CEM que completaron las fichas de 
recojo de información trabajan en los CEM de Lima Metropolitana, tres en La Libertad, 
uno en Callao, y uno en Arequipa13.  
 
En el caso de los Centros ALEGRA, 141 de las y los funcionarios que participaron del 
estudio trabajaban en Lima Metropolitana, 34 en La Libertad, 26 en Callao, 10 en 
Arequipa,  y 5 no precisaron esta información14. Por su parte, las 30 personas de 
organizaciones de la sociedad civil y/o cooperación internacional15 que completaron la 
ficha de recojo de información pertenecían a 20 instituciones con alcance geográfico 
diverso16.  

 
 
2. MARCO NORMATIVO Y CONCEPTUAL  

 
2.1. Estándares internacionales y nacionales sobre el derecho de acceso a la 

justicia de las mujeres migrantes víctimas de violencia de género 

 
El acceso a la justicia implica que cualquier persona tenga la posibilidad de acudir a los 
sistemas de justicia para determinar sus derechos y resolver conflictos17. En el caso de 
las mujeres víctimas de violencia, este ha sido definido como el acceso de jure y de 
facto que estas deben tener a recursos judiciales de protección frente a actos de este 
tipo18. 
 
 

 
precisar el nombre de un Centro ALEGRA. Estas respuestas han sido consideradas en el informe, toda vez que, a través 

de su oficio el Oficio 992-2022-JUS/DGDPAJ del 29 de noviembre de 2022, el MINJUSDH confirmó que había 

requerido a las Direcciones Distritales de las regiones relevantes para este informe completar las fichas de recojo de 

información conforme a la solicitud de la Defensoría del Pueblo. En otras palabras, el pedido fue hecho a las personas 

encargadas de brindar defensa legal a las personas migrantes víctimas de violencia de género en los Centros ALEGRA.  
13 De estas personas, cuatro (23.5%) indicaron no haber atendido casos de violencia de género contra personas 

migrantes víctimas de violencia de género entre enero de 2019 y agosto de 2022 (2 personas de Lima Metropolitana, 1 

de Arequipa y 1 de La Libertad). Las otras trece personas (76.5%) afirmaron sí haber atendido casos de este tipo en el 

periodo indicado (10 personas de Lima, 2 de La Libertad, 1 de Callao).  
14 Ninguna de las personas encuestadas afirmó haber atendido casos de violencia de género contra personas migrantes 

víctimas de violencia de género entre enero de 2019 y agosto de 2022. No obstante, brindaron información de 

importancia en relación a los recursos humanos y capacitaciones con los que cuentan los Centros Alegra, que es 

incorporada en este informe.  
15 De estas personas, 12 (40%) indicaron no haber atendido casos de violencia de género contra personas migrantes 

víctimas de violencia de género entre enero de 2019 y agosto de 2022; 10 (33.3%) indicaron que recibieron casos de 

violencia de género contra personas migrantes que derivaron a otras organizaciones para que estas proporcionen 

asistencia jurídica; y 8 (26.7%) indicaron que sí habían recibido casos de este tipo en el periodo señalado.  
16 Las regiones señaladas por las organizaciones de sociedad civil y/o cooperación internacional fueron Arequipa, 

Callao, Cusco, Huancavelica, Ica, Junín, La Libertad, Lambayeque, Lima, Loreto, Pasco, Piura, Tumbes, Ucayali. 

Algunas organizaciones de sociedad civil y/o cooperación indicaron que su trabajo se realizaba en general en América 

Latina.  
17 Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH). Módulo de acceso a la justicia y derechos humanos en 

Argentina. San José: IDDH, 2010, p. 10. 
18 CIDH. Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 de 

enero de 2007, párr. 5.  
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Se trata de un derecho humano reconocido a nivel internacional y nacional. En el ámbito 
internacional, instrumentos y tratados de carácter general como la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (DUDH)19, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre (DADDH)20, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)21 
y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH)22, lo protegen. Asimismo, 
tratados específicos como la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW)23, la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención Belém do Pará)24 , y la 
Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares (Convención sobre los Trabajadores Migratorios)25, 
establecen obligaciones para su garantía respecto de grupos que han sido 
históricamente discriminados. Por su parte, en el ámbito nacional, este derecho también 
goza de reconocimiento en la Constitución26. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha señalado que este 
derecho se encuentra reconocido en los artículos 8 y 25 de la CADH27. Estos recogen 
la obligación de los Estados de suministrar a las víctimas, recursos judiciales efectivos 
conforme a las reglas del debido proceso28. En particular, para la Corte IDH, el derecho 
de acceso a la justicia supone que las víctimas de violaciones de derechos humanos y 
sus familiares puedan conocer, en un tiempo razonable, la verdad de lo ocurrido y que 
se investigue, juzgue y sancione a sus eventuales responsables29. Del mismo modo, 
este tribunal ha remarcado que este derecho se encuentra vinculado con la efectividad 
de los recursos30. 
 
Por su parte, el Tribunal Constitucional del Perú ha indicado que el derecho de acceso 
a la justicia implica que todas las personas puedan acceder a tribunales de justicia 
independiente, imparcial y competente para determinar sus derechos y obligaciones. 
Asimismo, ha sostenido que este derecho no se agota con la posibilidad de iniciar la 
actividad jurisdiccional o gozar de determinadas garantías procesales, sino que 
necesariamente requiere que “el proceso iniciado se desarrolle como un procedimiento 
de tutela idóneo para asegurar la plena satisfacción de los intereses accionados”31. 
 
Ahora bien, este derecho tiene implicancias y genera obligaciones específicas respecto 
de ciertos grupos. En el caso de las mujeres, el Comité CEDAW ha explicado que 
asegurar que estas puedan presentar denuncias por la vulneración de sus derechos y 
tengan acceso a recursos efectivos, es una de las medidas que coadyuvan al 
cumplimiento de la obligación que tienen los Estados parte de este tratado de eliminar 
la discriminación contra las mujeres cometida por actores públicos o privados32. Del 

 
19 Art. 10 de la DUDH.  
20 Art. XVIII de la DADDH. 
21 Art. 14 del PIDCP. 
22 Arts. 8 y 25 de la CADH. 
23 Art. 2.c), y 15 de la CEDAW. 
24 Art. 7 de la Convención Belém do Pará.  
25 Art. 18 de la Convención sobre Trabajadores Migratorios.  
26 Art. 139 de la Constitución. 
27 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 101.  
28 Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 150. 
29 Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371, párr. 267. 
30 Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305, párr. 244.  
31 Tribunal Constitucional. Exp. 010-2001-AI. 26 de agosto de 2003, FJ 10.  
32 Comité CEDAW. Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas 

las formas de discriminación contra la mujer. CEDAW/C/GC/28. 16 de diciembre de 2010, párr. 36.  
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mismo modo, este órgano ha sostenido que existen seis componentes necesarios para 
garantizar el derecho de acceso a la justicia de las mujeres: justiciabilidad, 
disponibilidad, accesibilidad, buena calidad, suministro de recursos y rendición de 
cuentas33.  
 
La justiciabilidad supone que las mujeres tengan acceso a la justicia y cuenten con la 
capacidad y el poder para hacer valer sus derechos. Ello implica, entre otros, que sus 
derechos y protecciones jurídicas se reconozcan y estén incorporadas en la ley34. 
Mientras tanto, la disponibilidad en los sistemas de justicia exige que existan órganos, 
judiciales y cuasi judiciales, en cantidad suficiente. Ello supone, de acuerdo al Comité 
CEDAW, que estos no solo sean creados, sino que también se garantice su continuidad 

y calidad mediante la dotación de un presupuesto adecuado. En el caso de las mujeres 

víctimas de violencia de género, este componente también requiere que estas cuenten 
con acceso a centros de crisis, líneas de emergencia, servicios médicos, psicosociales 
y de orientación, entre otros35.  
 
En cuanto a la accesibilidad, dicha característica exige que los sistemas de justicia sean 
seguros, económica y físicamente accesibles; y sean apropiados a las necesidades de 
las mujeres. Para garantizar este componente, el Comité CEDAW ha recomendado:  
 

● Proporcionar asistencia jurídica gratuita  
● Eliminar o reducir los costos de los tribunales 
● Brindar servicios independientes de interpretación y traducción 
● Proveer asistencia específica a las mujeres analfabetas 
● Realizar acciones de difusión sobre los recursos disponibles dirigidas a que las 

mujeres los conozcan 
● Garantizar el acceso a las mujeres a Internet y otras tecnologías 
● Asegurar que sus locaciones sean acogedoras, seguras y accesibles 
● Establecer centros de atención “integrales” que no solo permitan la atención 

jurídica de las víctimas, sino también servicios de apoyo como aquellos 
relacionados a la migración; y finalmente 

● Asegurar que los servicios sean accesibles para las mujeres con discapacidad36  
 
Por otra parte, para que un sistema de justicia cumpla con la buena calidad, sus órganos 
deben ser eficaces, independientes e imparciales, brindar recursos adecuados y 
efectivos, y tomar en cuenta las cuestiones de género. Asimismo, para garantizar el 
acceso a la justicia, es necesario suministrar recursos que brinden una protección viable 
y una reparación significativa a quienes hayan sufrido daños.  
 
Respecto de ambos componentes, el Comité CEDAW ha recomendado, entre otros, que 
los mecanismos que se utilicen no estén influenciados por prejuicio o estereotipos de 
género y que se brinde protección a las mujeres durante y después de las actuaciones 
judiciales, cumpliendo los recursos judiciales37.  
 
Finalmente, se ha considerado que la rendición de cuentas en el acceso a la justicia 
exige que se tomen medidas para garantizar el adecuado funcionamiento de los 
sistemas de justicia, así como que se supervise y responsabilice, de ser el caso, al 
personal que trabaja en ellos. En esa línea, entre las recomendaciones dadas se 
encuentra la aplicación de medidas disciplinarias y de otro tipo frente a prácticas y actos 

 
33 Comité CEDAW. Recomendación general núm. 33 sobre el acceso a la justicia. CEDAW/C/GC/33. 3 de agosto de 

2015, párr. 14 
34 Ibídem, párrs. 14.b) y 15. 
35 Ibídem, párrs. 14.b) y 16. 
36 Ibídem, párrs. 14.c) y 17.  
37 Ibídem, párrs. 14.f), 18 y 19.  



12 
 

discriminatorios, así como la creación de entidades que reciban quejas, peticiones y 
sugerencias respecto del personal que preste apoyo a los sistemas de justicia38. 
 
De otro lado, en relación al acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia, la 
Corte IDH también ha establecido una serie de consideraciones específicas. Así, ha 
señalado que las obligaciones recogidas por los artículos 8 y 25 de la CADH se ven 
reforzadas en su caso por la Convención Belém do Pará39. Del mismo modo, ha 
sostenido que para garantizar el acceso efectivo de las mujeres víctimas de violencia a 
servicios de justicia y de salud, los Estados deben: i) facilitar entornos seguros y 
accesibles para denunciar; ii) contar con un sistema de protección inmediata para 
proteger la integridad de las víctimas; iii) proporcionar asistencia jurídica gratuita en todo 
el proceso; iv) brindar asistencia médica y psicológica; y v) contar con mecanismos de 
acompañamiento social y material40. El tribunal interamericano ha indicado igualmente 
que la ineficacia del sistema de justicia frente a un caso de este tipo puede constituir 
una forma de discriminación basada en género41.  
 
En cuanto a las personas migrantes, los Principios Interamericanos sobre los derechos 
humanos de todas las personas migrantes, refugiadas, apátrida y las víctimas de trata 
de personas (Principios Interamericanos sobre los derechos de las personas migrantes) 
establecen una serie de pautas para abordar las problemáticas específicas que enfrenta 
esta población y garantizar su acceso a la justicia. En esa línea, por ejemplo, señalan 
que el derecho de las personas migrantes de acceso a la justicia y a un recurso efectivo 
no debe estar sujeto a la presentación de documentos de identidad que les sean difíciles 
o imposibles de conseguir42. 
 
Asimismo, indican que los Estados deben fomentar el acceso a la justicia de las 
personas migrantes que sean víctimas de delitos, especialmente si se encuentran en 
situación irregular, adoptando medidas como prohibir que se notifique su situación a las 
autoridades migratorias para evitar que teman acceder al sistema de justicia. 
Igualmente, dispone que las personas migrantes no serán enjuiciadas penalmente por 
haber sido víctimas de un delito o por haber sido objeto de alguna actividad delictiva43.  
 
Por otro lado, respecto de las víctimas de trata de personas, establecen que estas deben 
recibir asistencia jurídica, consejería e información en un idioma que comprendan, con 
sensibilidad de género, acompañamiento y respetando su privacidad; sin importar su 
situación migratoria o nacionalidad44.  
 
Del mismo modo, señalan que se debe facilitar su acceso a la justicia sin temor a que 
sean detenidas, deportadas o sancionadas; y facilitar su acceso a documentación y 
condición legal45.   
 
En suma, el derecho de acceso a la justicia habilita a todas las personas a recurrir al 
sistema judicial cuando consideren que uno de sus derechos ha sido vulnerado. En ese 
sentido, los recursos judiciales que estén disponibles deben cumplir con el debido 
proceso y ser efectivos.  
 

 
38 Ibídem, párrs. 14.f) y 20.  
39 Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre 

de 2018. Serie C No. 362, párr. 217.  
40 Ibídem, párr. 222.  
41 Ibídem, párr. 223.  
42 Principio 40 de los Principios interamericanos sobre los derechos de las personas migrantes.  
43 Principio 41 de los Principios interamericanos sobre los derechos de las personas migrantes. 
44 Principio 42 de los Principios interamericanos sobre los derechos de las personas migrantes. 
45 Principio 43 de los Principios interamericanos sobre los derechos de las personas migrantes. 
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En el caso de las mujeres migrantes afectadas por violencia de género, este derecho 
supondrá obligaciones específicas que consideren los desafíos particulares que estas 
enfrentan por su condición de mujeres y migrantes. Por ello, en la sección 3 de este 
informe se evaluará la situación del acceso a la justicia de las migrantes víctimas de 
violencia de género en Perú, tomando en cuenta los estándares previamente explicados 
y en específico los componentes del acceso a la justicia señalados por el Comité 
CEDAW. 
 
2.2. Marco normativo e institucional para el acceso a la justicia de mujeres 

migrantes víctimas de violencia de género en Perú 

 
A los casos de violencia de género contra mujeres migrantes les es aplicable el mismo 
marco normativo que a toda mujer víctima de violencia de género en nuestro país.  
 
En ese sentido, el marco normativo aplicable será, principalmente, la Ley N° 30364, Ley 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar46 (Ley 30364); el Decreto Supremo 009-2016-MIMP, que aprueba su 
reglamento47 (Reglamento de la Ley 30364); y otras normas conexas. La Ley 30364 
establece una serie mecanismos, medidas y políticas para prevenir, atender, proteger, 
investigar, sancionar y reparar actos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo 
familiar48.  
 
De acuerdo a lo establecido en la Ley n.°30364, se entiende por violencia contra las 
mujeres a cualquier acción o conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a una mujer por su condición de tal en el contexto de violencia de 
género49. 
 
En relación al contexto de violencia de género, el reglamento de la Ley 30364, entiende 
este como una manifestación de discriminación que inhibe gravemente la capacidad de 
las mujeres de gozar de derechos y libertades en pie de igualdad, a través de relaciones 
de dominio, de sometimiento y subordinación50. 

La Ley  n.°30364 incluye los enfoques de género e interseccionalidad, a partir de los 
cuales se reconoce que la experiencia frente a la violencia y discriminación que viven 
las mujeres, se ve indefectiblemente afectada por factores vinculados a su identidad 
como la condición de migrante o refugiada, la identidad étnica, la orientación sexual; y 
otros culturales como los roles de género que influyen en el proceso migratorio mismo.     

La Ley 30364 y su reglamento consideran como tipos de violencia contra las mujeres a 
la violencia física, la violencia psicológica, la violencia sexual, y la violencia económica 
o patrimonial51. Además, el reglamento reconoce otras modalidades de violencia contra 
las mujeres, e incluye expresamente dentro de ellas a la violencia contra las migrantes52. 
 
 
 
 
 

 
46 Publicada el 23 de noviembre de 2015. 
47 Publicado el 24 de julio de 2016. 
48 Art. 1 de la Ley 30364 
49 Arts. 5 y 6 de la Ley 30364, 
50 Art. 4.3 del Reglamento de la Ley 30364. 
51 Art. 8 de la Ley 30364 
52 Art. 8 del Reglamento de la Ley 30364.  
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Tabla 1 

 Protocolos para la atención de casos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar 
 

Norma Disposiciones relevantes 

Decreto Supremo 008-2019-SA, que 
aprueba el Protocolo de actuación 

conjunta entre los Centros Emergencia 
Mujer – CEM y los Establecimientos de 
Salud – EE.SS. para la atención de las 

personas víctimas de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo 

familiar (Protocolo de actuación conjunta 
CEM – EE.SS.)53 

- Establece orientaciones para que los CEM y los 
establecimientos de salud (EE.SS.) actúen de forma articulada 
en la atención de casos de violencia contra la mujer e 
integrantes del grupo familiar. 

- Dispone que los EE.SS. deben denunciar a la PNP, Ministerio 
Público o Poder Judicial si conocen casos de violencia en el 
ejercicio de sus funciones54.  

- Al igual que el Protocolo de actuación conjunta CEM – 
Comisarías, incluye entre sus enfoques al enfoque 
interseccional, considerando como una de sus variables a la 
población migrante y refugiada, y establece disposiciones 
diferenciadas para la atención de personas migrantes. A 
diferencia del primer protocolo no se incorpora como 
disposición la facilitación de intérpretes, pero sí el resto de 
medidas. Además, se señala que se debe asegurar el 
acompañamiento de los CEM y EE.SS. durante toda la 
atención.   

Decreto Supremo 012-2019-MIMP, que 
aprueba el Protocolo Base de Actuación 

Conjunta en el ámbito de la atención 
integral y protección frente a la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar (Protocolo de Actuación 

Conjunta de Atención Integral)55 

- Establece procedimientos para la articulación entre los 
distintos sectores involucrados en la atención y protección de 
mujeres e integrantes del grupo familiar víctimas de violencia. 

- Incorpora disposiciones para la atención diferenciada de 
migrantes, incluyendo identificar y fortalecer redes de apoyo, 
brindar información sobre las normas y mecanismos, realizar 
coordinaciones con instituciones públicas o privadas, y 
Embajadas o consulados56.  

- Establece pautas para, entre otros, la actuación de los 
servicios de asistencia jurídica y defensa pública, y los 
procedimientos en la etapa de atención y protección de 
víctimas de violencia contra la mujer o integrantes del grupo 
familiar.  

Decreto Supremo 008-2020-JUS, que 
aprueba el Protocolo de Actuación 

Conjunta entre el Centro Emergencia 
Mujer y los Servicios de Defensa Pública 
(Protocolo de actuación conjunta CEM – 

Defensa Pública)57 

- Establece orientaciones para que los CEM y los servicios de 
defensa pública actúen de forma coordinada en casos de 
violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar, 
garantizando su derecho de defensa y acceso a la justicia.  

- Se dispone que estas instituciones deben brindar a las 
víctimas de este tipo de violencia información accesible y 
recibir sus denuncias siguiendo ciertas pautas, como hacerlo 
de forma inmediata o en un espacio en el que se tenga 
privacidad58.  

- Establece una serie de consideraciones para determinar en 
qué casos la defensa de una persona víctima de violencia 
contra la mujer o integrantes del grupo familiar debe ser 
asumida por una u otra entidad59.  

- Indica que el CEM coordinará con los servicios de Defensa 
Pública la atención en materias conexas, como alimentos, 
tenencia, régimen de visitas, suspensión de potestad y otras 
que sean de su competencia60.  

- Al igual que los otros protocolos incluye entre sus 
disposiciones al enfoque interseccional, e incorpora como una 
de sus variables a la población migrante y refugiada61. 

 
53 Publicado el 17 de abril de 2019.  
54 Disposición 10.5 del Protocolo de atención conjunta CEM – EE.SS. 
55 Publicado el 10 de mayo de 2019. 
56 Disposición 8.4 del Protocolo Base de Actuación Conjunta de atención integral. 
57 Publicado el 5 de julio de 2020. 
58 Disposición 2 del Protocolo CEM – Defensa Pública.  
59 Disposición 3 del Protocolo CEM – Defensa Pública. 
60 Disposición 4.1.3 del Protocolo CEM – Defensa Pública. 
61 Disposición 1.7 del Protocolo CEM – Defensa Pública. 
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Resolución 100-2021-MIMP, que 
aprueba el Protocolo de Atención del 

Centro de Emergencia Mujer62 

- Establece lineamientos para la actuación del personal de los 
CEM. 

- Establece pautas detalladas sobre la asistencia, defensa y 
patrocinio jurídico proporcionado por el CEM63.  

- Al igual que los protocolos incluye entre sus disposiciones al 
enfoque interseccional, e incorpora como una de sus variables 
a la población migrante y refugiada64. Asimismo, contiene 
disposiciones para la atención diferenciada de casos de 
personas migrantes. Entre ellas se encuentran: brindar 
información; realizar coordinaciones con sus embajadas o 
consulados; tomar en consideración las necesidades de los 
familiares a cargo de la víctima; y mejorar la articulación y 
coordinación con organismos nacionales e internacionales 
públicos o privados65.  

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Otras normas importantes para el acceso a la justicia de las mujeres migrantes víctimas 
de violencia de género, son las disposiciones del Código Penal que tipifican delitos 
vinculados a esta manifestación de violencia. Estos son: feminicidio (artículo 108-B66), 
sicariato agravado: cuando las víctimas son a su vez víctimas de feminicidio (artículo 
108-C67), lesiones graves por violencia contra la mujer y su entorno familiar (artículo 
121-B68), lesiones leves en su modalidad agravada (artículo 12269), agresiones en contra 
de las mujeres o integrantes del grupo familiar (artículo 122-B 70), trata de personas 
(artículos 129-A y 129-B71), explotación sexual (artículos 129-C y 129-B72), omisión de 
prestación de alimentos (artículo 14973), abandono de mujer gestante y en situación 
crítica (artículo 15074), difusión de imágenes, materiales audiovisuales o audios con 
contenido sexual (artículo 154-B75), violación sexual (artículos 170, 171, 172, 173-A y 
17476), tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos en agravio de 
menores (artículo 176-A77), acoso sexual (artículo 176-B78), y chantaje sexual (artículo 
176-C79). Cabe señalar que, por su relación con la imposición de roles de género, otros 
delitos, como la esclavitud (artículo 129-Ñ) y el trabajo forzoso (artículo 129-O), podrían 
eventualmente vincularse a hechos de violencia de género.   
 

 
62 Aprobado el 29 de marzo de 2021. 
63 Disposición 3.1.9 y 3.2.10 del Protocolo de Atención del CEM. 
64 Disposición 1.4 del Protocolo de Atención del CEM. 
65 Disposición 2.2 del Protocolo de Atención del CEM. 
66 Tipificado con una pena privativa de libertad de hasta 20 años en su modalidad simple y de hasta 30 años o cadena 

perpetua en su modalidad agravada.  
67 Tipificado con la pena privativa de cadena perpetua.  
68 Tipificadas con una pena de 6 a 12 años; y de 12 a 15 años cuando concurren circunstancias agravantes. 
69 Tipificadas con una pena privativa de libertad de 2 a 6 años e inhabilitación en varios supuestos relacionados a la 

violencia de género. 
70 Tipificadas con una pena privativa de libertad de 1 a 3 años en su modalidad simple, y de 2 a 3 años en su modalidad 

agravada. 
71 Tipificada con una pena privativa de libertad de 8 a 15 años en su modalidad simple; y de 12 a 20 años, en su 

modalidad agravada. 
72 Tipificada con una pena privativa de libertad de 10 a 15 años en su modalidad simple; y de 20 a 25 años, en su 

modalidad agravada.   
73 Tipificado con pena privativa de libertad de hasta 3 años o prestación de servicio comunitario de 30 a 52 jornadas; y 

con pena privativa de libertad de 1 a 6, en sus modalidades agravadas.  
74 Tipificado con pena privativa de 6 meses a 4 años con 60 a 90 días multa.  
75 Tipificado con una pena privativa de libertad de 2 a 5 años con 30 a 120 días multas en su modalidad simple; y de 3 

a 6 años con 180 a 360 días multa, en su modalidad agravada. 
76 Tipificada con una pena privativa de entre 14 y 20 años en su modalidad simple; y penas entre los 14 años y cadena 

perpetua, en sus modalidades agravadas.  
77 Tipificados con una pena privativa de libertad de 9 a 15 años. 
78 Tipificado con una pena privativa de libertad de 3 a 5 años e inhabilitación en su modalidad simple; y de 4 a 8 años, 

en su modalidad agravada. 
79 Tipificado con una pena privativa de libertad de entre 2 y 4 años en su modalidad simple; y de 3 a 5 años, en su 

modalidad agravada. 
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De otra parte, a nivel institucional, mediante Decreto Legislativo 136880, se crea el 
Sistema Nacional Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia 
contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar - SNEJ, que agrupa los servicios de 
justicia y sociales con el fin de garantizar una atención integral a las víctimas de violencia 
desde los estándares de debida diligencia reforzada y actuación imparcial, aplicando los 
principios y enfoques de la Ley N° 30364. 
 
Los servicios especializados que brinda el SNEJ involucran, de un lado, la asistencia 
jurídica y social a través de los Centro Emergencia Mujer – Aurora y defensa pública del 
MINJUS; y de otro lado, la activación del proceso especial para la protección y sanción, 
con la intervención de la Policía Nacional del Perú, Ministerio Público y Poder Judicial81. 
El SNEJ tiene competencia para conocer las medidas de protección y medidas 
cautelares dictadas en el marco de la Ley 30364, y los procesos penales por los delitos 
contemplados en los artículos 108-B, 121-B, 122, 122-B, 170, 171, 173, 173, 173-A, 174 
y 176-A.82  
 
Durante su implementación, se deberán crear juzgados, salas, fiscalías, comisarías y 
divisiones de la PNP especializadas en la materia, teniendo a su vez la obligación de 
capacitar y acreditar a defensores públicos83.  
 
De acuerdo al cronograma de implementación, el SNEJ debería haberse encontrado en 
funcionamiento en la totalidad de distritos judiciales para fines de 202284; y de acuerdo 
a su estrategia de implementación, funcionar de forma articulada y especializada para 
el 202685. 
 
No obstante, la Defensoría del Pueblo ha sido clara en manifestar su preocupación por 
los avances en el proceso de implementación del SNEJ. En el año 2020, en el informe 
de adjuntía N°027-2020-DP/ADM86, se identificaron problemas de diseño y retraso en la 
efectiva ejecución del cronograma de implementación, identificando como uno de los 
principales problemas, la carencia oportuna de recursos. 

En dicho informe también se advirtió un retraso de la implementación en los 34 distritos 
judiciales especializados a nivel nacional, proyectados entre los años 2019 y 2022. En 
este contexto, se recomendó al MEF asignar el presupuesto y recursos necesarios para 
la adecuada implementación del SNEJ y orientar la asistencia técnica para una 
adecuada gestión y ejecución del Programa Presupuestal Orientado a Resultados de 
Reducción de la Violencia contra la Mujer (PPoR). 

Sin embargo, para el año 2022, no se destinaron recursos presupuestales para este 
sistema especializado y solo se contaba con implementación en 8 de los 34 distritos 
judiciales proyectados, lo que generó que el MIMP solicitara presupuesto adicional para 

 
80 Publicado el 26 de julio de 2018. 
81 Art. 2 del Decreto Legislativo 1368. 
82 Art. 3 del Decreto Legislativo 1368.  
83 Art. 4 del Decreto Legislativo 1368. 
84 Decreto Supremo 003-2019-MIMP. Publicado el 5 de marzo de 2019. De acuerdo a la Resolución Corrida No. 

000584-2022-CE-PJ, emitida por la entonces Presidenta del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial el 22 de noviembre 

de 2022, para ese momento, solo existían equipos de implementación del SNEJ en ocho distritos judiciales (Ancash, 

Arequipa, Callao, Cusco, Junín, Lima Norte, Lima Este y Puente Piedra).   
85 Decreto Supremo 011-2021-MIMP. Publicado el 10 de julio de 2021.  
86 Informe de Adjuntía N°027-2020-DP/ADM, Informe de supervisión sobre el funcionamiento del Sistema Nacional 

Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo 

Familiar 
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8 nuevos distritos judiciales, trasladando el pedido presupuestal solicitado por el 
Ministerio Público para la continuidad de 8 distritos judiciales más87. 

Actualmente el proceso de implementación progresivo sigue en marcha. En este 
contexto, mediante Decreto Supremo N° 001-2023- MIMP, se aprobaron las metas de 
implementación y el mecanismo de seguimiento de las acciones financiadas para la 
continuidad de los CEM y la implementación del SNEJ en los distritos judiciales de 
Arequipa, Áncash, Callao, Cusco, Junín, Lima Este, Lima Norte y Ventanilla, en el marco 
del Programa Presupuestal orientado a Resultados de Reducción de la Violencia contra 
la Mujer.88 
 
Por otra parte, tratándose de violencia de género cometida contra mujeres migrantes, 
es necesario tener en cuenta la normativa migratoria, compuesta por el Decreto 
Legislativo de Migraciones (Decreto Legislativo 1350)89 y su reglamento90, los cuales 
establecen medidas respecto de las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, 
precisando que tienen esta categoría aquellas que se encuentran en situación de 
desprotección o riesgo de no acceder al ejercicio pleno de sus derechos fundamentales 
en nuestro país.91 

 
Entre los supuestos considerados como situaciones de vulnerabilidad, el Reglamento 
del Decreto Legislativo n.°1350 considera, entre otras las víctimas de violencia familiar 
y sexual, víctimas de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, mujeres 
embarazadas y población LGBTI. Asimismo, es importante, para fines del presente 
informe, señalar que también es considerado un supuesto de vulnerabilidad la situación 
migratoria irregular92. 
 
Entre las medidas de protección a las personas en situación de vulnerabilidad, el 
reglamento establece la expedición de documentos y/o permisos temporales de 
permanencia, el otorgamiento de ampliaciones de plazo y exoneraciones de multas y 
derechos de tramitación; así como exoneraciones de requisitos establecidos para los 
procedimientos estipulados en la normatividad migratoria vigente, entre otros. 

Por su parte la Política Nacional Migratoria, aprobada mediante Decreto Supremo Nº 
015-2017-RE, incorporó los conceptos de violencia basada en género, violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar, tráfico ilícito de migrantes, y 
discriminación de género. Asimismo, afirma la existencia de estigmas y prejuicios hacia 
la población migrante, configurándose situaciones de discriminación y violencia familiar 
y/o sexual en donde la condición de migrante irregular incrementa el grado de 
vulnerabilidad de estas personas93.  

 
 
 
 
 

 
87 La Defensoría del Pueblo recomendó en reiteradas oportunidades la atención de este pedido de presupuesto adicional 

para el SNEJ, como por ejemplo, mediante oficio n.°0095-2023-DP. De fecha 30 de marzo de 2023. 
88 Decreto Supremo 001-2023-MIMP. Publicado el 01 de enero de 2023. 
89 Publicado el 7 de enero de 2017. 
90 Decreto Supremo 007-2017-IN 
91 Art. 226 del Reglamento del Decreto Legislativo 1350. 
92 Art. 227 del Reglamento del Decreto Legislativo 1350. 
93 Decreto Supremo N° 015-2017- RE que aprueba la Política Nacional Migratoria 2017-2025, publicada el 27 de abril 

de 2017.  
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3. SITUACIÓN DE LAS MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE 
GÉNERO EN EL PERÚ 

 
3.1. Cifras de violencia de género contra mujeres migrantes en el Perú 

 
La violencia de género es un problema generalizado en el Perú. De acuerdo al Poder 
Judicial, entre enero de 2019 y septiembre de 2022, ingresaron 180,861 procesos 
judiciales por delitos vinculados a la violencia de género, tales como feminicidio, trata 
de personas, violencia sexual, lesiones y acoso sexual. En ese mismo periodo, han sido 
otorgadas, en primera instancia, 935,747 medidas de protección en los procesos 
especiales de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar94. 
 
Con relación a la nacionalidad de la víctima, no es posible conocer el número de mujeres 
migrantes que inician procesos por violencia de género, ni la nacionalidad de las mujeres 
a quienes se les otorgan medidas de protección, ello debido a que el sistema de registro 
del Poder Judicial no cuenta con la variable nacionalidad. 
 
Sin embargo, el Sistema de Registro y Control de Denuncias (SIDPOL) de la PNP95, sí 
cuenta con información desagregada por nacionalidad. Según dicho registro, entre 
enero de 2020 y septiembre de 2022, se reportaron 3840 denuncias por violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar en agravio de personas extranjeras96. El 
81.5% de las denuncias fue en agravio de mujeres (3128). Del total de mujeres 
extranjeras la mayoría (2669) corresponde a mujeres venezolanas. Esto corresponde al 
85.3% de las denuncias interpuestas por mujeres.  
 
 
 

Gráfico 1 
Número de denuncias por violencia contra la mujer o los integrantes 

 del grupo familiar en agravio de personas extranjeras presentadas ante la PNP  
 enero 2020 a septiembre 2022 

 

 
Fuente: SIDPOL – PNP. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
 

 

 
94 Información proporcionada por el Poder Judicial mediante Carta 000842-2022-SG-GG-PJ del 9 de noviembre de 

2022. 
95 Información proporcionada por la PNP el 8 de noviembre de 2022, en respuesta a solicitud de acceso a la información 

pública. 
96 Nos referimos a los casos registrados en el SIDPOL como denuncias, pese a que en la respuesta brindada por la PNP 

la expresión utilizada por esta última es “víctimas”.  
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En relación con el tipo de violencia denunciada, 1601 corresponden a denuncias por 
violencia física, 1451 violencia psicológica, 49 violencia económica o patrimonial, y 27 
violencia sexual. Las edades de las denunciantes se concentraron en la población joven. 
El 47% de las denunciantes tenía entre 18 y 29 años.  
 
 

 
Tabla 2 

 Número de denuncias presentadas ante la PNP por violencia contra la mujer o los integrantes del grupo 
familiar en agravio de personas extranjeras de acuerdo al tipo de violencia y año de registro. 

enero 2020 a septiembre 2022 
 

Tipo de 
violencia 

Año 

2020 2021 2022 

Física 505 542 554 

Psicológica 448 482 521 

Económica o 
patrimonial 

10 21 18 

Sexual 9 9 9 
Fuente: SIDPOL – PNP. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
 

 
 
 
 
 

Gráfico 2 
Porcentaje de denuncias por tipo de violencia ejercida en agravio de personas extranjeras 

enero 2020 a septiembre 2022 
 

Fuente: 
SIDPOL – PNP. Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 
Asimismo, las regiones con mayor cantidad de denuncias fueron Lima (1206 denuncias), 
La Libertad (281 denuncias), Lambayeque (246 denuncias), Piura (243 denuncias) y 
Ancash (169 denuncias). 

 
Por otra parte, en relación con otros delitos relacionados con actos de violencia de 
género (trata de personas, acoso sexual, violación sexual, feminicidio, lesiones graves 
y agresiones por violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar), el 
SIDPOL registra 597 denuncias ingresadas entre enero de 2019 y septiembre de 2020. 
Según el reporte, el 89,4% fueron presentadas por mujeres. 
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Gráfico 3 
Número de denuncias presentadas ante la PNP  

por otros delitos vinculados a la violencia de género en agravio de personas extranjeras 
enero 2020 a septiembre 2022 
 

 
Fuente: SIDPOL – PNP. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
Por su parte, según información proporcionada por la Oficina de Control de la 
Productividad Fiscal (OCPF)97, entre enero de 2019 y agosto de 2022, se presentaron 
ante el Ministerio Público 4112 denuncias por casos de violencia de género contra 
personas migrantes. En su mayoría, las denuncias fueron presentadas en el distrito 
fiscal de Lima Este (988 denuncias)98. Del total de denuncias presentadas 3690 fueron 
interpuestas por personas de nacionalidad venezolana99.  Asimismo, el Ministerio 
Público envió información sobre el número de denuncias por tipo delito y estado del 
proceso. Sin embargo, su registro no distingue las variables de nacionalidad o sexo de 
las personas denunciantes100.  

 
Gráfico 4 

 Número de denuncias ante el Ministerio Público y acusaciones fiscales101 por violencia de género,   
enero 2019 a agosto 2022 

 

 
Fuente: Sistema de Gestión Fiscal (SGF) y Sistema de apoyo al trabajo fiscal (SIATF).  

Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
97 Información proporcionada por el Ministerio Público mediante Oficio 001319-2022-MP-FN-OCPF del 23 de 

noviembre de 2022.  
98 Los otros cuatro distritos fiscales con mayor cantidad de denuncias por casos de violencia de género contra personas 

migrantes fueron Lima Sur (704, correspondiente al 17.12%), La Libertad (362, correspondiente al 8.80%), Callao 

(300, correspondiente al 7.29%), y Lima Sur (235, correspondiente al 5.71%). Véase el detalle de las denuncias ante el 

Ministerio Público desagregas por año y por región en el Anexo 2.  
99 Véase el detalle de las denuncias ante el Ministerio Público desagregadas por nacionalidad en el Anexo 3. 
100 Información proporcionada por el Oficio 000426-2022-MP-FN-GG-OCPLAP-ORACE del 18 de noviembre de 

2022.  
101 Véase el detalle de las acusaciones fiscales efectuadas por el Ministerio Público desagregadas por año y por región 

en el Anexo 4.  
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Gráfico 5
102

 

Nacionalidad de personas denunciantes por casos de violencia de género ante el Ministerio Público 
 

 
Fuente: SGF y SIAFT. Elaboración: Defensoría del Pueblo. Creado con Datawraper. 

 
En relación con los canales de atención para casos por violencia familiar y sexual a 
cargo del MIMP103, los casos reportados por personas migrantes fueron los siguientes: 
 
   

Tabla 3 

Número de casos reportados a través de los canales de atención del MIMP
104

  

 

Canal de atención N° de casos reportados Periodo 

CEM 7749 Enero 2019 - Agosto 2022 

Chat 100 408 Enero 2019 - Agosto 2022 

Linea 100 709 Abril - Agosto de 2022 
Fuente: MIMP - Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
 
A pesar que la información registrada por los CEM sí incluye la variable nacionalidad, la 
información remitida por el MIMP no estaba desagregada por tipo de violencia y/o 
regiones geográficas en las que se presentan los casos de violencia de género contra 
personas migrantes. 
 
Por otra parte, en relación con la cantidad de casos atendidos por los CEM, no existe 
concordancia entre las cifras enviadas por el MIMP para la elaboración del presente 
informe y aquellas proporcionadas para la elaboración del informe sobre violencia de 
género contra personas migrantes, elaborado por la Defensoría del Pueblo en el año 
2021105.  
 

 
102 Cabe precisar que los gráficos realizados con la herramienta Datawrapper incluyen las cifras de los porcentajes 

redondeadas en números enteros, a diferencia de los porcentajes incluidos en el resto de los informes que presentan 

cifras truncadas con hasta dos décimales.  
103 Información proporcionada por el MIMP mediante Carta 000302-2022-MIMP-AURORA-REI del 18 de noviembre 

de 2022. 
104 La información proporcionada por el MIMP se refirió a casos de personas que no tienen nacionalidad peruana.   
105 En aquella ocasión, se informó que en 2019 se habían registrado 1786 casos de personas migrantes atendidas por 

los CEM en 2019; y, 1286, en 2020. Véase: Defensoría del Pueblo. Violencia basada en género contra mujeres 

migrantes en Perú. Documento de trabajo Nº 002-2021-DP/ADM, p. 77.  
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Finalmente, el MINJUS106, a través de su Dirección General de Defensa Pública y 
Acceso a la Justicia (DGDPAJ), informó que entre enero de 2019 y agosto de 2022, su 
Sistema Informático de Seguimiento de Casos registró 873 patrocinios nuevos a 
personas migrantes por casos relacionados a violencia de género. En su mayoría, 
correspondieron a casos de mujeres (823).  
 
Las Direcciones Distritales de Defensa Pública y Acceso a la Justicia que registraron 
mayor cantidad de nuevos patrocinios por este motivo fueron Lima Norte (226 
patrocinios) Arequipa (88 patrocinios), Lima Este (68 patrocinios), Callao (55 
patrocinios) y Sullana (50 patrocinios). 
 
 

Gráfico 6 
 Número de nuevos patrocinios a personas migrantes en delitos relacionados a violencia de género en las 

Direcciones Distritales de Defensa Pública y Acceso a la Justicia 
enero 2019 a agosto 2022 

 

 
Fuente: Sistema de Seguimiento de Casos - DGDPAJ. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
Con relación a las modalidades de violencia de género, la mayoría correspondió a casos 
de violencia sexual, seguidos de violencia física, violencia psicológica y violencia 
patrimonial, de acuerdo al siguiente detalle: 
 

Tabla 4 
 Número de nuevos patrocinios a personas migrantes registrados por la DGDPAJ de acuerdo al tipo de 

violencia y año de registro 
enero 2019 a agosto 2022 

 

Tipo de 
violencia 

Año 

2019 2020 2021 2022 

Física 40 80 103 58 

Psicológica 20 33 41 32 

Económica o 
patrimonial 

- - 2 2 

Sexual 21 52 190 193 

Fuente: Sistema de Seguimiento de Casos - DGDPAJ. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 
 
 

Asimismo, durante ese mismo periodo, los cinco delitos por los cuales se atendió con 
mayor frecuencia a personas migrantes fueron favorecimiento a la prostitución (225 

 
106 Información proporcionada por el MINJUS mediante el Oficio 992-2022-JUS/DGDPAJ del 29 de noviembre de 

2022.  
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patrocinios), agresiones físicas contra las mujeres o integrantes del grupo familiar (112), 
agresiones psicológicas contra las mujeres o integrantes del grupo familiar (88), 
explotación sexual (48) y trata de personas (43). Casi en su totalidad los casos atendidos 
corresponden a personas migrantes de 18 a 59 años (794 patrocinios), seguidas de 
niños y niñas de 12 a 17 años (54), niños y niñas de 0 a 11 años (23) y personas adultas 
mayores de 60 años a más (2). 

 
Tabla 5 

 Número de nuevos patrocinios registrados por la DGDPAJ de acuerdo edad y año de registro 
enero 2019 a agosto 2022 

 

Rango de edad 
Año 

2019 2020 2021 2022 

60 a más años - 2 - - 

18 a 59 años 77 148 309 260 

12 a 17 años 6 12 17 19 

0 a 11 años 4 3 10 6 
Fuente: Sistema de Seguimiento de Casos - DGDPAJ. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
La información reportada por la DGDPAJ no refleja lo señalado por las y los 216 
funcionarios del MINJUS encuestados para la elaboración del presente informe, quienes 
afirmaron que, entre enero de 2019 y agosto de 2022, no atendieron casos de violencia 
de género contra personas migrantes.  
 
 
3.2. Acceso a mecanismos de regularización por parte de mujeres víctimas de 

violencia de género 

 
Como se ha explicado, las personas que son víctimas de violencia de género pueden 
acceder a documentos, permisos temporales o a la calidad migratoria especial. Según 
información proporcionada por Migraciones107, entre enero de 2019 y agosto de 2022, 
se otorgaron 92 calidades migratorias especiales108 a personas extranjeras en situación 
de vulnerabilidad por su condición de víctimas de violencia de género109. En su mayoría, 
estas fueron entregadas a mujeres (78 de 92, correspondientes al 84.8%) y a personas 
de nacionalidad venezolana (73 de 92110, correspondiente al 79,3%). La jefatura zonal 
de Lima (66 de 92 111, correspondiente al 71,7%) fue donde se emitieron la mayor 
cantidad de calidades migratorias, lo cual guarda relación con la densidad poblacional 
de esta zona. 
 
 
 
 
 

 

 
107 Información proporcionada por Migraciones mediante Carta 000488-2022-TP-Migraciones del 8 de noviembre de 

2022. 
108 Cabe señalar que el registro proporcionado por Migraciones presentó algunas discrepancias, al incluir en su registro 

de ciertos años calidades migratorias especiales otorgadas a otros. Para ceñirse al ámbito de estudio de este informe, se 

ha excluido en la cifra presentada las calidades migratorias especiales que fueron otorgadas en 2017 (1) y 2018 (4), 

incluso cuando dicha información fue registrada en años que sí corresponden al ámbito de estudio de este informe, 

como son 2020 y 2021. 
109 La cantidad de calidades migratorias otorgadas de este tipo ha ido aumentando con el transcurso de los años. Así, 

mientras que en 2019 y 2020, se otorgaron respectivamente 3 y 8 calidades migratorias especiales por esta causa; en 

2021, la cifra se incrementó a 43 y, solo hasta agosto de 2022, llegó a 38. 

110 El resto de calidades migratorias especiales fueron entregadas a personas de nacionalidad: colombiana (5), 

boliviana (5), argentina (2), belga (2), filipina (2), brasilera (1) portuguesa (1) y ecuatoriana (1). 
110 El resto de calidades migratorias especiales fueron entregas en las jefaturas zonales de: Cusco (8), Tumbes (5), 

Arequipa (4), Chiclayo (4), Callao (2), Chimbote (1), Huancayo (1) y Trujillo (1). 
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Gráfico 7 
 Calidades migratorias especiales otorgadas a personas extranjeras en situación de vulnerabilidad  

por su condición de víctimas de violencia de género 
enero 2019 a agosto 2022 

 

 
Fuente: Migraciones. Elaboración propia 

 
En particular, en el caso de las mujeres que recibieron estas calidades 
migratorias, la situación que justificó su otorgamiento fue, en su mayoría, ser 
víctimas de trata (43.6%), seguida de ser víctimas de violencia familiar y/o sexual 
(38,4%); y otras situaciones (17.9%)111.  
 
Las edades de las mujeres beneficiarias fluctuaron entre los 4 y 60 años, siendo 
en su mayoría jóvenes entre 18 y 30 años quienes recibieron la calidad migratoria 
especial112. Como ocurre con la totalidad de calidades migratorias especiales por 
esta causa, la mayoría de mujeres beneficiarias son de nacionalidad venezolana 
(83.3%113). Migraciones no registró durante el periodo señalado otros 
documentos y/o permisos temporales otorgados en razón de la situación de 
vulnerabilidad en la que se encontraban las personas víctimas de violencia de 
género114. 
 

Gráfico 8 
 Calidades migratorias especiales otorgadas a personas extranjeras en situación de vulnerabilidad por su 

condición de víctimas de violencia de género 
enero 2019 a agosto 2022  

 

 
 

111 Cabe señalar que la información proporcionada por Migraciones incluía dentro de “Otras situaciones” 2 casos 

vinculados a trata de personas, 13 casos de violencia familiar y 2 casos de violencia sexual. Para presentar la 

información de forma más adecuada estos casos fueron reagrupados en otras categorías. 
112 36 mujeres correspondieron a este grupo etario; mientras que 23 fueron niñas y adolescentes y 19 mujeres entre los 

31 y los 60 años 
113 El resto de mujeres que recibieron la calidad migratoria especial por esta causal eran de nacionalidad: boliviana (5), 

colombiana (5), filipina (2), argentina (1), belga (1), brasilera (1), ecuatoriana (1) y portuguesa (1). 
114 Información proporcionada por Migraciones mediante Carta 000488-2022-TP-Migraciones del 8 de noviembre de 

2022. 
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Por su parte, el Ministerio de Relaciones Exteriores reportó que entre enero de 2019 y 
agosto de 2022, otorgó 71,747 calidades migratorias humanitarias115. No obstante, no 
brindó información sobre el número de calidades migratorias de este tipo otorgadas a 
personas migrantes por su calidad de víctimas de violencia de género116; y en específico 
al supuesto previsto por el reglamento del Decreto Legislativo 1350 para personas que 
sean víctimas de trata de personas o tráfico de migrantes. 
 
 

Gráfico 9 
Número de calidades migratorias humanitarias otorgadas por el  

Ministerio de Relaciones Exteriores  
 enero 2020 a septiembre 2022 

 

 
Fuente: Ministerio de Relaciones Exteriores. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
 
 
4. DIAGNÓSTICO SOBRE EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA 

JUSTICIA DE MUJERES MIGRANTES VÍCTIMAS DE GÉNERO EN EL PERÚ 

 
A continuación, se analizará la situación del derecho de acceso a la justicia de las 
mujeres migrantes víctimas de violencia de género en el Perú a partir de una evaluación 
del cumplimiento de los componentes de justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, 
buena calidad, suministro de recursos y rendición de cuentas.   

 
4.1. Justiciabilidad de casos de violencia de género de mujeres migrantes 

 
En el Perú, las mujeres migrantes no tienen ninguna limitación a nivel normativo que les 
impida presentar denuncias por haber sido víctimas de violencia de género.  
 
En efecto, ni la Ley n.° 30364 ni su reglamento restringen quienes pueden denunciar los 
hechos de violencia perpetrados. Por el contrario, el artículo 16° del reglamento dispone 
que ni las víctimas, ni ninguna persona están obligados a presentar algún documento 
que acredite su identidad para interponer una denuncia. Asimismo, señala que, de ser 

 
115 Información proporcionada por el Ministerio de Relaciones Exteriores mediante Carta (TAI) 0-2-B/400 del 22 de 

noviembre de 2022. 
116 En la comunicación del Ministerio de Relaciones Exteriores se señaló “[…] la solicitud de información incide en la 

facultad de la entidad pública de brindar la información con la que se cuente y no en la obligación de efectuar 

evaluaciones o análisis de la información que se tenga a disposición respecto de la información pública […]”. 
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necesario, las instituciones competentes coordinarán con los servicios de los CEM o de 
la Defensa Pública para la obtención de los documentos de identidad necesarios, como 
parte de la atención integral que brindan, deberán realizar las gestiones necesarias con 
otras instituciones como Migraciones.  
 
En esa misma línea, el Código Procesal Penal tampoco impide a las mujeres migrantes 
presentar denuncias por delitos relacionados a la violencia de género. Ciertamente, su 
artículo 326 dispone que “cualquier persona” podrá denunciar hechos delictuosos, en 
tanto que el ejercicio de la acción penal para perseguirlos sea público. 
 
De esta manera, se puede afirmar que las mujeres migrantes cuentan formalmente con 
la capacidad de hacer valer sus derechos conforme lo exige el componente de 
justiciabilidad. A pesar de ello, estas enfrentan diversas dificultades para acceder al 
sistema de justicia que se relacionan a su estatus migratorio o a los documentos de 
identificación con los que cuentan. 
 
Esto se evidenció en las respuestas que dieron las y los funcionarios del CEM en las 
fichas de recojo de información preparadas para este informe. Si bien, puede apreciarse 
que el temor mencionado con mayor frecuencia es no tener una vivienda o un lugar 
donde quedarse, que es un miedo bastante justificado en el caso de las mujeres 
migrantes quienes muchas veces no cuentan con una red de apoyo cercana a la que 
acudir fuera de la relación con el agresor. Los dos motivos siguientes relacionados al 
estatus migratorio superan el primer temor mencionado. 
 
Por ejemplo, tres funcionarias que habían atendido casos de violencia de género contra 
personas migrantes en los que, luego de conversar con ellas, estas habían optado no 
presentar denuncias, precisaron las razones que les habían expresado para tomar dicha 
decisión117. En específico, dos funcionarias incluyeron como parte de estas razones el 
temor de las personas que atendieron a que las autoridades competentes les exijan un 
documento de identidad que acredite un estatus migratorio regular, y el temor a que las 
autoridades migratorias puedan actuar en su contra por su situación migratoria irregular. 
 
Además, de acuerdo a las respuestas proporcionadas por las y los funcionarios del 
CEM, este tipo de temores también se presentó en personas migrantes que sí decidieron 
presentar denuncias118. Como se puede apreciar en la imagen 2, el miedo a que se les 
exija un documento de identidad que acredite un estatus migratorio regular fue el tercer 
temor más frecuente identificado entre las y los diez funcionarios a quienes las personas 
migrantes les expresaron sus miedos en el contexto de una posible denuncia. Mientras 
tanto, el segundo temor más frecuente fue a que las autoridades migratorias puedan 
actuar en su contra por su situación migratoria. 
 
Tres funcionarios que reportaron este tipo de temores indicaron que la frecuencia en 
que se presentaron fue en la mayoría de casos; y dos, en pocos casos. Asimismo, tres 
funcionarios reportaron que estos temores se presentaron contra policías, fiscales o 
personal del Ministerio Público. Una funcionaria reportó que estos motivos se 
presentaron, además de las autoridades señaladas, contra jueces o personal del Poder 

 
117 Estas funcionarias forman parte de las y los trece funcionarios de los CEM que indicaron haber atendido casos de 

violencia de género contra personas migrantes entre enero de 2019 y agosto de 2022. Siete de estas personas señalaron 

que luego de conversar con ellos las personas migrantes decidieron en todos los casos presentar una denuncia; cuatro, 

en la mayoría de casos, uno, en algunos casos; y uno, en ningún caso porque todas las personas que atendió ya contaban 

con una denuncia previa. Una de las personas que marcó como respuesta que en todos los casos habían decidido 

presentar denuncias también respondió la pregunta sobre las razones por las cuales se decidió no denunciar. Al ser 

respuestas contradictorias, no se ha incluido su respuesta sobre las razones de no denunciar en el informe. 
118 Solo tres funcionarias indicaron que las personas migrantes que decidieron presentar una denuncia no expresaron 

ningún temor. 
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Judicial; y un funcionario reportó que este tipo de temores se presentaba solo contra 
fiscales o personal del Ministerio Público119. 
 
 

Gráfico 10 

 
  
Asimismo, una funcionaria del CEM reportó que durante el periodo que brindó 
asesoramiento, a alguna de las personas migrantes que atendió se le había exigido 
presentar carné de extranjería para continuar con el proceso, pero esta no contaba con 
dicho documento120. La funcionaria no precisó la autoridad respecto de la cual 
experimentó esta situación. 
 
Sobre las respuestas brindadas por organizaciones de sociedad civil y/o cooperación 
internacional a las fichas de recojo de información; con relación al número de 
representantes que reportaron algún temor por el cual preferirían que su caso no fuese 
derivado para asistencia jurídica, de diez representantes de estas organizaciones121, 
seis señalaron que las personas que atendieron prefirieron que su caso no sea derivado 
por temor a que las autoridades puedan actuar en su contra por su situación irregular, 
siendo este el segundo factor inhibidor más frecuente en este contexto. En tercer lugar, 

 
119 Cabe señalar que una funcionaria colocó como respuesta “Solicitaba inmediatez para contar con medidas de 

protección”. Al no ser propiamente un temor, esta respuesta ha sido excluida del gráfico.  
120 Para esta pregunta, se pidió a las y los funcionarios indicar si alguna/s de las personas extranjeras que atendieron 

experimentó durante el periodo de su asesoramiento una o más de estas situaciones: a) se le exigió presentar carné de 

extranjería para continuar con el proceso, pero no contaba con este documento; b) alguna autoridad utilizó estereotipos 

de género en el proceso; c) alguna autoridad utilizó expresiones xenofóbicas en el proceso; y d) alguna autoridad utilizó 

expresiones homofóbicas o transfóbicas en el proceso. Solo una de los tres funcionarios que atendieron casos de 

violencia de género contra personas migrantes entre enero de 2019 y agosto de 2022 reportó este tipo de situaciones. 
121 Dos de estas personas pertenecían a la misma organización, pero completaron diferentes respuestas. 
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se encontró el temor a que las autoridades competentes les exijan un documento de 
identidad que acredite un estatus migratorio regular y el temor a no tener un lugar o 
vivienda donde quedarse. 
 
Por otro lado, los temores más frecuentes de las personas migrantes afectadas por 
violencia son: el temor a sufrir más agresiones por parte de su pareja y el de quedarse 
sin el apoyo económico que supone el ingreso del agresor. 
 
Los seis representantes que reportaron temores relacionados al estatus migratorio o 
documento de identidad de las personas migrantes indicaron en tres casos que estos 
se presentaron en la mayoría de casos; mientras que otros dos representantes 
señalaron que se presentaron en todos los casos; y tan solo dos representantes 
respondieron que este temor se presentó solo en algunos casos.  
 
Por su parte, seis representantes indicaron que estos temores se expresaron contra 
policías, mientras que dos de estas personas también mencionaron a fiscales o personal 
del Ministerio Público como autoridades frente a las a las cuales también surgían estas 
preocupaciones. 
 
En el caso de las personas migrantes que si se encontraban interesadas en presentar 
una denuncia, pero que expresaban su temor ante esta decisión, cinco de los diez 
representantes que respondieron esta pregunta reportaron que las personas migrantes 
expresaron su temor a que las autoridades migratorias puedan actuar en su contra por 
su situación migratoria irregular, ocupando este temor el primer lugar junto al temor a 
que su pareja les quite la custodia de sus hijos. Además, cuatro representantes 
reportaron que las personas migrantes expresaron su preocupación a que las 
autoridades competentes les exijan un documento de identidad que acredite un estatus 
migratorio regular. Este temor fue el segundo más frecuente, junto al temor a sufrir más 
agresiones de su pareja. 
 
Cuatro de los cinco representantes que reportaron estos temores indicaron que estos 
ocurrieron en la mayoría de casos; y uno, en todos los casos.  
 
Asimismo, cuatro representantes señalaron que la policía era la autoridad respecto de 
la cual se expresaban estos temores. Una persona, incluyó además de la policía, a los 
fiscales o personal del Ministerio Público, y a los jueces o el personal del poder Judicial; 
mientras que otra no precisó la autoridad respecto de la cual se presentaron estos 
temores.122 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
122 Esta organización marcó como “No aplicable” esta pregunta. 
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Gráfico 11 

 
 
Finalmente, seis de estos diez representantes reportaron que, al volver a acudir a ellos, 
las personas que atendieron les comentaron que alguna autoridad les había exigido 
presentar carné de extranjería para continuar con el proceso, cuando no contaban con 
este. Solo dos organizaciones precisaron la autoridad ante la cual la persona migrante 
experimentó esta situación. En ambos casos, la PNP fue señalada como dicha 
autoridad. 
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Gráfico 12 

 
 

Tal como se señaló en los párrafos precedentes, de acuerdo a las respuestas brindadas 
por las personas representantes de la sociedad civil, la exigencia del carné de 
extranjería para continuar con el proceso se presenta como un situación frecuente en el 
caso de las migrantes víctimas de violencia que buscan acceder al sistema de justicia.  
 
Sin embargo, estas no son las únicas situaciones que deben afrontar. Las expresiones 
xenófobas se presentan con la misma frecuencia que la exigencia del carné de 
extranjería, seguida muy de cerca por el uso de algún estereotipo de género por parte 
de las autoridades.  
 
En tercer lugar, se encuentra el uso de expresiones homofóbicas o transfóbicas en el 
proceso. En estos últimos tres casos, nos encontramos además ante formas múltiples 
de discriminación donde la xenofobia y la discriminación por motivos de género resultan 
siendo más nocivas y revictimizantes para personas que de por sí ya se encuentran 
viviendo un proceso de migración forzada, lo cual las coloca en una situación de extrema 
vulnerabilidad. 
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Gráfico 13123 

 
 

 
123 Por no ser propiamente un temor y/o razón, no se incluyó en la imagen que una de las organizaciones incluyó como 

respuesta a esta pregunta que en algunos casos en que se había presentado una denuncia previa no se había recibido 

una atención adecuada y un buen trato. 
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En los casos de las organizaciones civiles y/o cooperación internacional que contaban 
con asistencia jurídica para ser prestada de manera directa a las migrantes víctimas de 
violencia donde las personas decidieron no denunciar; ocho organizaciones124, también 
reportaron temores semejantes durante el periodo sobre el cual hace énfasis este 
informe. En efecto, como se puede apreciar en la imagen 5, las preocupaciones 
señaladas, vinculadas al estatus migratorio o documentos de identidad con los que 
cuentan las personas migrantes, también estuvieron entre las reportadas con mayor 
frecuencia entre personas que no querían presentar una denuncia125.  
 
Por su parte, cuatro de las cinco organizaciones señalaron que estos temores se 
presentaban en la mayoría de casos; y una, en todos. Estos se expresaron contra 
policías, según cuatro organizaciones; y fiscales o personal del Ministerio Público, según 
dos.  
 
Del mismo modo, el temor a que las autoridades competentes les exijan un documento 
de identidad que acredite un estatus migratorio regular fue el segundo temor más 
reportado entre las cinco organizaciones que atendieron a personas migrantes que sí 
decidieron presentar una denuncia. Además, es preciso indicar que dos organizaciones 
también reportaron en este contexto que las migrantes tenían temor a que las 
autoridades migratorias puedan actuar en su contra por su situación migratoria irregular. 
 
Por otro lado, cuatro de estas ocho organizaciones señalaron que, mientras asesoraban 
a las personas migrantes, a estas se les exigió presentar carné de extranjería para 
continuar con el proceso, documento con el cual no contaban. Una organización indicó 
que la persona migrante que atendió había experimentado esta situación en un CEM, y 
otra organización indicó que ello había ocurrido en la PNP. 

En este punto, es necesario recordar que el Protocolo de Atención a Mujeres Migrantes 
Víctimas de Violencia aprobado por MIGRACIONES establece que la “no posesión de 
documentos no constituye barrera para la detección e iniciar la atención”. A ello se 
agrega que, en la valoración de riesgo se puede considerar “la condición migratoria de 
la usuaria” como factor de riesgo de violencia. 

Asimismo, el Protocolo prevé que cualquiera de las oficinas y servicios desconcentrados 
debe derivar los casos de violencia contra la mujer, integrantes del grupo familiar o de 
cualquier persona afectada por hechos de violencia o víctimas indirectas de feminicidio, 
al punto focal del Programa Aurora y de los CEM. 

Sin embargo, es necesario que se adopten las medidas necesarias para garantizar que 
el Protocolo Base de actuación conjunta en el ámbito de la atención integral y protección 
frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, la Guía de 
Atención Integral de los CEM, el Protocolo de actuación conjunta entre los CEM y los 
establecimientos de salud, el Protocolo de actuación conjunta de los CEM y las 
Comisarías o las Comisarías Especializadas en materia de protección contra la 
Violencia Familiar de la Policía Nacional del Perú incluyan disposiciones referidas a 
informar a las víctimas sobre la normativa migratoria y de refugio sobre personas 
extranjeras en situación de vulnerabilidad.  

 
124 Se utiliza la expresión organizaciones y no representantes porque todas las personas que indicaron haber prestado 

asistencia jurídica a personas migrantes pertenecían a organizaciones distintas. Cabe señalar que una de las 

organizaciones que contestó de forma positiva esta respuesta era una organización de cooperación internacional que 

contestó la encuesta en base a la información proporcionada por una organización de sociedad civil con la que trabajaba 

un proyecto que implicaba la atención de este tipo de casos.  
125 De estas ocho organizaciones, cuatro indicaron que, en algunos casos, luego de conversar con ellos, las personas 

migrantes decidieron presentar una denuncia; dos, en la mayoría de casos; una, en pocos casos; y una, en ningún caso.  

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/2017132/Protocolo%20de%20atencion%20a%20mujeres%20migrantes%20victimas%20de%20violencia.pdf.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/2017132/Protocolo%20de%20atencion%20a%20mujeres%20migrantes%20victimas%20de%20violencia.pdf.pdf
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No obstante, es necesario mencionar en este punto que el temor a sufrir más agresiones 
por parte de su pareja (5), a que les quiten las custodia de sus hijos (5) y a no tener un 
lugar donde vivir (5), son temores que se presentan de manera muy frecuente y que 
sumados superan a las preocupaciones relacionadas al estatus migratorio.  

 
Gráfico 14 

 
 
 
En suma, según lo reportado por las y los funcionarios de los CEM, así como por las  y 
los representantes de organizaciones de sociedad civil y/o la cooperación internacional; 
la posibilidad de que se exija a las personas migrantes un documento de identidad que 
acredite su estatus migratorio regular, o de que se actúe en su contra por su situación 
migratoria actúa como un factor inhibidor para que las personas migrantes decidan no 
denunciar, o condiciona su conducta y seguridad en el proceso, incluso cuando deciden 
denunciar.  
 
Asimismo, aunque con mayor frecuencia, en el caso de organizaciones de sociedad civil 
y/o cooperación civil, se tiene un registro de casos en los que se ha exigido a las 
personas migrantes contar con carné de extranjería para seguir el proceso a pesar que, 
conforme al marco normativo vigente, no debería ser una exigencia. Esto resulta aún 
más preocupante porque las personas migrantes que viven en Perú cuentan también 
con documentos de identidad distintos al carné de extranjería, como el Carné de 
Permiso Temporal de Permanencia (CPP), que reemplazó al Permiso Temporal de 
Permanencia (PTP), el carné de solicitante de refugio e incluso el pasaporte. 
 
Finalmente, cabe señalar que los temores y/o dificultades recogidas en la aplicación de 
fichas de recojo de información preparadas para este informe son similares a las 
dificultades encontradas en otros estudios. Por ejemplo, en una investigación de Plan 
International, se registró el testimonio de una participante que prefería aguantar la 
violencia antes que denunciar porque debido a su situación irregular tenía miedo de que 
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la multen o saquen del país126. Asimismo, en un informe de Amnistía Internacional se 
recogió el caso de una mujer cuya denuncia no fue recibida por la PNP porque su PTP 
figuraba en el sistema como vencido127. 
 
 
4.2. Disponibilidad de los servicios del sistema de justicia 

 
Para evaluar si se cumple con el componente de disponibilidad en el acceso a la justicia, 
se examinarán dos aspectos: la disponibilidad de órganos y personal especializado para 
la defensa de personas migrantes víctimas de violencia de género y/o atención de sus 
denuncias, y la disponibilidad de canales alternativos de denuncia que faciliten el acceso 
de las mujeres, sobre todo de aquellas que tienen a su cargo tareas de cuidado, al 
sistema de justicia sin tener que acudir a él de forma presencial.  
 
4.2.1. Disponibilidad de órganos y personal especializado para la defensa de 

personas migrantes víctimas de violencia de género y/o atención de sus 
denuncias 

 
Tal como se desarrolla en el numeral 2 de este informe, dos servicios estatales tienen a 
su cargo la defensa de personas víctimas de violencia de género, incluyendo mujeres 
migrantes: los CEM y los servicios de Defensa Pública. 
 
Con relación a los CEM, el MIMP128 informó que, para agosto de 2022 existían a nivel 
nacional 430 CEM. De ellos, 245 eran CEM regulares y 7x24; 184 CEM en comisarías; 
y 1 en centro de salud.  
 
De acuerdo a la data proporcionada, la región que concentra mayor cantidad de CEM 
en total es Lima129 (85), seguida por Ancash (29), Cusco (26), Arequipa (24) y La 
Libertad (23).  
 
Lima también es la región con mayor número de CEM regulares y 7x24 (34), seguida 
de Ancash (21), Cusco (18), La Libertad (15), Cajamarca (13) y Puno (13).  
 
Asimismo, Lima es la región con mayor cantidad de CEM en Comisarías (51), seguida 
por Arequipa (13), Ica (10), Piura (10), Lambayeque (9).  
Por su parte, Piura es la única región que cuenta con un CEM en centro de salud (véase 
el detalle de los CEM en el resto de regiones en el Anexo 5). 
 
El MIMP también reportó que cuenta con 966 abogados y abogadas que atienden a 
nivel nacional en los CEM. La región con mayor cantidad de funcionarios de este tipo es 
Lima Metropolitana (195), seguida de Arequipa (63), Cusco (54), La Libertad (50), Piura 
(50) y Lima provincias (49).  

 
126 Plan International. Estudio sobre violencia basada en género hacia las mujeres venezolanas migrantes y/o 

refugiadas en los países receptores de Perú y Ecuador. Lima, 2021, p.59. Este estudio comprendió la participación, a 

través de encuestas y entrevistas, de 252 mujeres migrantes residentes en los distritos de Los Olivos, San Juan de 

Miraflores y San Juan de Lurigancho. Asimismo, el estudio abarcó siete entrevistas a funcionarios de instituciones del 

Estado y tres entrevistas a representantes de organizaciones no gubernamentales. La data fue recopilada entre el 7 de 

marzo y el 23 de junio del 2021. 
127 Amnistía Internacional. Desprotegidas. Violencia basada en género contra mujeres venezolanas refugiadas en 

Colombia y Perú, 2022, p.43. Este estudio comprendió la participación, a través de encuestas y entrevistas, de 63 

mujeres venezolanas, de las cuales 23 se encontraban en Perú. Además, el equipo de investigación sostuvo reuniones 

con organizaciones conformadas por mujeres venezolanas, organizaciones de la sociedad civil e instituciones estatales 

en Perú. Las entrevistas realizadas en Perú fueron realizadas durante la última semana de marzo de 2022. 
128 Información proporcionada por el MIMP mediante Carta 000302-2022-MIMP-AURORA-REI del 18 de noviembre 

de 2022.  
129 La información proporcionada por el MIMP no distinguió entre Lima Metropolitana y Lima provincias.  
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Imagen 1 

 
 

 
 

Imagen 2130 

 

 
130 En el gráfico se suma en la región Lima, la cantidad de abogados reportados por el MIMP en Lima Metropolitana 

(195) con la cantidad de abogados reportados en Lima provincias (49). 
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Si bien estas cifras resultan positivas y muestran que existen órganos y personal 
especializado que puede apoyar en la defensa de personas migrantes que hayan sido 
víctimas de violencia de género, las respuestas del personal de los CEM a la ficha de 
recojo de información aplicada para este informe, indican que en algunos de estos 
centros especializados requerirían de mayores recursos humanos para poder atender 
los casos que reciben.  
 
En efecto, de las y los 17 funcionarios de los CEM que participaron en este informe, seis 
personas131 de las regiones Lima, Callao y La Libertad (35.3%) señalaron que 
consideraban que el servicio de asistencia jurídica de su CEM no contaba con recursos 
humanos suficientes para atender la cantidad de casos de violencia de género que 
llegaban, tanto de personas nacionales como de personas migrantes.       
 
Con relación a este tema, cabe recordar que durante una investigación del Fondo de 
Población de las Naciones Unidas (UNPFA), realizada entre diciembre de 2021 y enero 
de 2022 en San Juan de Lurigancho132, también se encontraron desafíos similares en 
los CEM 133. Asimismo, otro de los grandes problemas que enfrentan es la alta rotación  
de personal.  

 
 

Gráfico 15 

 
 
Por su parte, el MINJUS también proporcionó información sobre el personal de defensa 
pública134. Al respecto, explicó que conforme a la Ley 29360, Ley del Servicio de 

 
131 Cabe señalar que tres funcionarios que contestaron de esta manera pertenecían al mismo CEM. En ese sentido, los 

funcionarios que alertaron de una insuficiencia de recursos humanos para atender casos de violencia de género 

pertenecían a cuatro de los quince CEM que participaron en este informe (dos CEM en Lima, 1 CEM en Callao y 1 

CEM en La Libertad).  
132 La investigación de UNPFA comprendió entrevistas a 14 mujeres venezolanas residentes en el distrito limeño de 

San Juan de Lurigancho. Asimismo, incluyó entrevistas a las y los operadores involucrados en la ruta de atención de 

los servicios referidos a la prevención, protección y atención de la violencia de género.    
133 Concretamente, en este estudio, se registró un testimonio de un profesional de un CEM que indicaba que la falta de 

personal había agudizado durante la pandemia y otro que indicaba que, por falta de personal, los CEM no se daban 

abasto para atender en un horario de 24 horas. Véase: UNPFA. Diagnóstico sobre la situación de las mujeres migrantes 

y refugiadas y de las comunidades de acogida en el contexto COVID-19, relacionado con la Salud Sexual y 

Reproductiva (SSR) y la Violencia basada en Género (VBG) en el distrito de San Juan de Lurigancho de Lima. Lima, 

2022, pp. 36 y 38. Este estudio también registró limitaciones en la disponibilidad de equipos, como computadoras, y 

espacios que utilizan los CEM para atender a personas víctimas de violencia de género. La investigación también 

registro que existían problemas de disponibilidad de espacios en una comisaría, relacionados a la falta de privacidad 

para recibir atención sin que el resto de personas en la comisaría escuche. Véase: Ibídem, pp. 32, 38 y 39.  
134 Información proporcionada por el MINJUSDH mediante el Oficio 992-2022-JUS/DGDPAJ del 29 de noviembre de 

2022.  
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Defensa Pública135 y su reglamento136, estos  servicios  comprenden la atención y 
defensa de víctimas, que en específico supone “la asesoría técnico legal y/o patrocinio” 
de, entre otros, a mujeres e integrantes del grupo familiar, de conformidad con lo 
establecido en la Ley 30364, así como de las víctimas de trata de personas137.  
  
En ese contexto, el MINJUS informó que en el marco del SNEJ cuenta con defensores 
públicos especializados en ocho distritos judiciales, a las que se irá sumando 
progresivamente las restantes. Sin embargo, no se especificó el número de defensores 
públicos existentes.  
 
Posteriormente, en respuesta a la solicitud de información realizada por la Defensoría 
del Pueblo sobre el número de abogados/as de defensa de víctimas a nivel nacional que 
atienden casos de violencia de género y/o personas migrantes en los Centros ALEGRA, 
indicó que para septiembre de 2022 existían 27 defensores públicos, tal como se puede 
apreciar en la tabla 5.  
 

Tabla 6 
Número de defensores públicos, activos a septiembre de 2022, en los Centros ALEGRA 

 

Centro ALEGRA Dirección Distrital Región Cantidad 

Alegra - Ayna Ayacucho Ayacucho 2 

Alegra - Belén Loreto Loreto 1 

Alegra - Huancayo Junín Junín 2 

Alegra - San Juan De 
Miraflores 

Lima Sur Lima 1 

Alegra Camana Arequipa Arequipa 1 

Alegra Chanchamayo Selva Central Junín 1 

Alegra Chincha Ica Ica 2 

Alegra Ica Ica Ica 2 

Alegra Manchay Lima Sur Lima 1 

Alegra Pasco Pasco Pasco 1 

Alegra Qhapac Ñan Cajamarca Cajamarca 2 

Alegra Satipo Selva Central Junín 1 

Alegra-Huamanga Ayacucho Ayacucho 2 

Mega Alegra Sin información Sin información 3 

Mega Alegra San Juan De 
Lurigancho 

Lima Este Lima 2 

Mega Alegra Santa Anita Lima Este Lima 3 

Fuente: DGDPAJ. Elaboración: Defensoría del Pueblo138. 

 
Esta reducida cifra resulta preocupante puesto que no incluye defensores públicos 
especializados en cuatro de las cinco direcciones distritales que, de acuerdo a las cifras 
proporcionadas por el propio MINJUS, cuentan con mayor cantidad de nuevos 
patrocinios a personas migrantes en delitos relacionados a violencia de género. 
También se informó que durante el mes de  agosto de 2022 se contaba con un número 
reducido (3) de abogados/as encargados/as de atender la línea telefónica Fono Alegra 
1884, la cual brinda orientación legal sobre violencia contra la mujer e integrantes del 
grupo  familiar. 
 

 
135 Publicada el 14 de mayo de 2009.  
136 Aprobado mediante Decreto Supremo 013-2009-JUS. Publicado el 23 de septiembre de 2009.  
137 Art. 8 de la Ley 29360 y art. 9-A.2. del Reglamento de la Ley 29360.  
138 Se tomó como base la tabla preparada por el MINJUS. Sin embargo, se retiró una segunda fila sobre el centro 

ALEGRA Belén, porque ya estaba consignada, y se añadió dos columnas con información sobre las direcciones 

distritales y las regiones a las que pertenecen los centros ALEGRA sobre los que brindó información el MINJUS.  
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Otro indicador que evidencia la necesidad de fortalecer la cantidad de recursos 
humanos de estos servicios se evidencia en las respuestas de las y los funcionarios de 
los Centros ALEGRA. De esta manera, 93 de las 216 personas que respondieron la 
ficha de recojo de información (43.1%) señalaron que consideraban que el Centro 
ALEGRA en el que trabajaban no contaba con recursos humanos suficientes para 
atender todos los casos de violencia de género que llegaban, tanto de personas 
nacionales como de personas migrantes.  

 
Gráfico 16 

 

 
 
Finalmente, cabe mencionar los casos específicos registrados en el SID que muestran 
problemas en la disponibilidad de personal especializado para atender casos de 
violencia de género contra mujeres migrantes. Un ejemplo específico que da cuenta de 
ello es la intervención de oficio que debió iniciar en el 2022 la Oficina Defensorial de 
Cajamarca, debido a que en la provincia de Chota solo se contaba con un médico 
legista. Ello tiene como consecuencia que, si el médico se encuentra de vacaciones, las 
víctimas de violencia, entre las cuales pueden encontrarse personas migrantes, no 
podían ser evaluadas de manera oportuna para determinar de manera correcta la 
gravedad de sus lesiones.139 
 
Otro ejemplo se muestra en la queja presentada por una mujer de nacionalidad 
venezolana quien tuvo dificultades para presentar una denuncia por agresión contra su 
hija en una comisaría de Piura. Durante la intervención realizada por la Oficina 
Defensorial de Piura, el personal de la comisaría en cuestión informó que no había 
podido atender a la denunciante porque se encontraban haciendo diligencias y tenía un 
escaso número de efectivos/as disponible140.  

 
4.2.2. Disponibilidad de canales alternativos de denuncia 
 
La disponibilidad de canales alternativos de denuncia en los casos de violencia de 
género resulta de suma importancia, teniendo en cuenta que muchas mujeres no 
pueden acudir presencialmente a denunciar debido al trabajo o tareas de cuidado que 
realizan.  
 
Esto se evidencio en las respuestas de las y los funcionarios de los CEM. Por ejemplo, 
una de las funcionarias que atendió a mujeres migrantes, señaló que entre las razones 
que daban las víctimas para no denunciar los hechos era la falta de tiempo para hacer 
seguimiento a un proceso, por el trabajo que constituye su fuente de ingreso o por las 
tareas de cuidado que ejercen141.  

 
139 Caso registrado en el SID mediante el Exp. 0613-2022-000696. 
140 Caso registrado en el SID mediante el Exp. 0707-2022-000754. 
141 Al no ser razones relacionadas con una autoridad no está incluyendo la respuesta brindada por las y los funcionarios 

respecto de la autoridad involucrada en las razones.  
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Asimismo, esta falta de tiempo para hacer seguimiento a un proceso por trabajo o tareas 
de cuidado estuvo entre los temores que experimentaron las personas migrantes que sí 
decidieron presentar denuncias en los CEM que participaron de este informe. En efecto, 
tres funcionarios de los CEM registraron ambos temores en ese contexto (véase la 
imagen 2). 
 
Por su parte, las organizaciones de sociedad civil y/o cooperación internacional 
reportaron información parecida. Tres representantes de estas organizaciones indicaron 
como una de las razones por las cuales personas migrantes víctimas de violencia de 
género no quisieron derivar sus casos para asistencia jurídica fue la falta de tiempo para 
hacer seguimiento a un proceso debido a su trabajo. Tres representantes también 
registraron la falta de tiempo para hacer seguimiento a un proceso por tareas de cuidado 
como una de estas razones (véase la imagen 3).  
 
Asimismo, tres organizaciones que prestaron asistencia jurídica directamente a casos 
de violencia de género reportaron como una de las razones por las cuales las personas 
migrantes no querían denunciar sus casos a la falta de tiempo para hacer seguimiento 
al proceso por motivos de trabajo. Cuatro organizaciones indicaron como razón a la falta 
de tiempo para hacer seguimiento al proceso por tareas de cuidado (véase la imagen 
4).  
 
Dos de estas organizaciones también indicaron que la falta de tiempo para hacer 
seguimiento era parte de los temores que enfrentan las personas migrantes que sí 
decidían presentar denuncias.  
 
En ese contexto, resulta importante analizar si existen mecanismos alternativos de 
denuncia que permitan hacer frente a estos temores y/o dificultades. Al respecto, cabe 
resaltar, que el artículo 15 de la Ley n.°30364 establece que las denuncias podrán 
presentarse no sólo de manera escrita o verbal, sino también a través de “canales 
virtuales, correos electrónicos, aplicaciones de mensajería instantánea o cualquier otro 
medio tecnológico”. En esa línea, destacan los canales que pone a disposición la PNP, 
a través su Central Única de Denuncias en línea - 1818142; y el Ministerio Público a 
través del Registro de Denuncias vía Web143.  
 
Asimismo, los servicios que proporcionan información que eventualmente puede facilitar 
los primeros pasos para acceder a justicia, resulta importante mencionar a la línea 
telefónica 100 y al chat 100 del MIMP144. En ese mismo sentido, resalta la línea 
telefónica Fono Alegra 1884, mediante el cual el MINJUS brinda orientación legal 
gratuita, lo que incluye casos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo 
familiar145.    
 
4.3. Accesibilidad del sistema de justicia 
 
A efectos de determinar si el sistema de justicia resulta accesible para las mujeres 
víctimas de violencia de género, se examinarán: la accesibilidad económica, la 

 
142 Véase: https://denuncias.mininter.gob.pe/index 
143 Véase: https://portal.mpfn.gob.pe/denuncias-en-linea 
144 Véase: https://chat100.aurora.gob.pe/ 
145 Cabe señalar que, como parte de este informe, se solicitó al MINJUS información sobre el número de casos de 

violencia de género contra personas migrantes atendidos por esta línea entre enero de 2019 y agosto de 2022. En su 

respuesta, el MINJUS indicó que, en ese periodo, mediante el Fono Alegra 1884 – Opción 1 se había atendido 8350 

consultas en el marco de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar (1171 en 2019, 2661 en 2020, 3498 

en 2021, y 1024 entre enero y agosto de 2022). En su mayoría, atendió a consultas de mujeres (5824 frente a las 2530 

consultas de hombres) y la edad de las personas atendidas mayoritaria fue de 35 a 49 años (3022 de las 8350 consultas). 

Véase: Oficio 992-2022-JUS/DGDPAJ del 29 de noviembre de 2022. 

https://denuncias.mininter.gob.pe/index
https://portal.mpfn.gob.pe/denuncias-en-linea
https://chat100.aurora.gob.pe/
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accesibilidad sin discriminación, la accesibilidad de información, y el acceso a centros 
de atención integrales. 
 
4.3.1. Accesibilidad económica 
 
Con relación a la accesibilidad económica al sistema de justicia para las víctimas de 
violencia de género, cabe señalar que la Ley n.°30364 dispone que para la presentación 
de denuncias no será necesario el pago de ninguna tasa146, mientras que el reglamento 
establece que las apelaciones de medidas de protección o medidas cautelares 
presentadas por las víctimas de actos de violencia se encontrarán exoneradas del pago 
de tasas judiciales147.  
 
De igual manera, la Ley n.°30364 establece que las víctimas de violencia tienen derecho 
a acceder de forma gratuita inmediata, gratuita, especializada y en su propia lengua a 
servicios de asistencia jurídica. Estos son provistos por el MIMP y complementariamente 
por el MINJUS, existiendo la posibilidad de que estas dos instituciones promuevan la 
participación de los colegios de abogados148. El reglamento de esta norma precisa que 
la asistencia jurídica debe proporcionarse de manera continua y sin interrupciones 
desde la primera atención hasta que concluya el proceso que se haya iniciado. 
Asimismo, las instituciones que reciben denuncias deben investigar y sancionar estos 
hechos y deben informar a las víctimas sobre los servicios públicos y privados que 
proveen asistencia legal, psicológica y social de forma gratuita149.  
 
Por su parte, la Ley n.° 29360 establece que los servicios de defensa pública se prestan 
de forma gratuita a aquellas personas que no cuentan con recursos económicos, así 
como en los casos previstos por la Constitución y la ley150. El reglamento de esta norma 
dispone la atención gratuita de personas en situación de vulnerabilidad, entre las cuales 
se encuentran las mujeres víctimas de delitos sexuales, trata de personas, feminicidio o 
cualquier forma de violencia según la Ley 30364. 
 
De este modo, al menos formalmente, se estaría cumpliendo con hacer accesibles 
económicamente los servicios de justicia para mujeres migrantes víctimas de violencia 
de género. No obstante, cabe recordar que existen otras razones de índole económica 
que obstaculizan el acceso a la justicia de esta población. En efecto, como muestran las 
imágenes 3, 5 y 6, las y los representantes de los CEM y de organizaciones de la 
sociedad civil y/o cooperación internacional han reportado que las personas migrantes 
que atendieron les expresaron, tanto si decidieron denunciar como sí no lo hicieron, 
como uno de sus mayores temores el miedo a quedarse sin el apoyo económico que 
suponen los ingresos de sus parejas. 
 
4.3.2. Accesibilidad sin discriminación 
 
En cuanto a la accesibilidad sin discriminación, un aspecto importante es que las 
mujeres denunciantes puedan comunicarse en su propio idioma. A tales efectos, resulta 
significativo que el reglamento de la Ley n.°30364 disponga que, de ser necesario, la 
PNP, el Ministerio Público y el Poder Judicial deberán coordinar, en el caso de personas 
extranjeras, con el consulado respectivo para que proporcione una persona 
traductora151. En esa línea, al menos formalmente, se estaría cumpliendo con hacer 

 
146 Art. 15 de la Ley 30364.  
147 Art. 42 del Reglamento de la Ley 30364.  
148 Art. 10.b de la Ley 30364. También véase arts. 70-73 del Reglamento de la Ley 30364.  
149 Arts. 70 y 71 del Reglamento de la Ley 30364. 
150 Art. 3.e) de la Ley 29360. 
151 Art. 20 del Reglamento de la Ley 30364.  
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accesible sin discriminación el sistema de justicia para mujeres migrantes que hablen 
otro idioma.  
 
Otro aspecto relevante es que las mujeres migrantes puedan acceder de forma efectiva 
a los canales de denuncia disponibles sin que su condición de migrantes se los impida.  
En específico, en relación con los mecanismos alternativos de denuncia a los que se 
hizo referencia en el apartado 4.2.2, resulta positivo que la Central Única de Denuncias 
en línea de la PNP permita registrar denuncias por violencia contra la mujer e integrantes 
del grupo familiar con y/o sin identificación y, en el primer caso, acepte documentos de 
identificación diferentes al DNI, entre los cuales se encuentran varios a los que tienen 
acceso las personas migrantes como: el carné de extranjería, el pasaporte y el PTP.  
 
Al respecto, cabe notar que ante la culminación del PTP como programa de 
regularización adoptado por el gobierno peruano, resulta necesario actualizar dicha 
categoría con el CPP152. Asimismo, también sería importante que se contemple como 
opción al carné de solicitante de refugio, o se englobe este y otros documentos con la 
opción “Otros”. 
 
En contraste, el sistema de registro de denuncias web del Ministerio Público sólo permite 
utilizar dicho servicio al identificarse con dos tipos de documentos: DNI/libreta electoral 
o carné de extranjería. Sobre el particular, se solicitó al Ministerio Público informar sobre 
las acciones que hubiera adoptado para modernizar su sistema de denuncias de línea, 
a fin que pueda admitirse las denuncias de personas extranjeras con un documento de 
identidad distinto al carné de extranjería.  
 
Esta solicitud surgió debido a que, previamente la Defensoría del Pueblo había 
requerido información sobre la materia en el marco de sus labores de monitoreo sobre 
los derechos de las personas migrantes en el contexto laboral153. En aquella ocasión, el 
Ministerio Público había señalado que tenía previsto evaluar y modernizar su 
Reglamento de Denuncias en Línea, lo cual requería la validación del documento de 
identidad para enviar la denuncia; así como  suscribir un convenio con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y organismos equivalentes para que las denuncias de personas 
extranjeras puedan ser presentadas con documentos de identidad de sus países de 
origen, pasaportes, carné de solicitud de refugio u otros documentos154.  
 
A pesar de ello, en el contexto de elaboración del presente informe, el Ministerio 
Público155 reiteró que para la verificación de la identidad de la persona denunciante sólo 
se contaba, en el caso de personas extranjeras, “[…] con el servicio de validación de 
datos de carnet de extranjería, de la entidad Migraciones, proporcionado mediante la 
plataforma nacional de  interoperabilidad (SIDE) […]”; aunque señaló que “[e]n el caso 
de que el extranjero no cuente con carnet de extranjería vigente, puede realizar el 
registro manual de datos mediante el portal web de denuncias en línea”.  
 

No obstante, al ingresar a la página web correspondiente del Ministerio Público no se 
encontró dicha alternativa. En vista de ello, para garantizar el acceso sin discriminación 
a este mecanismo por parte de todas las personas migrantes, especialmente de las 
mujeres que son víctimas de violencia de género, aún queda pendiente la actualización 
del sistema de denuncias en línea del Ministerio Público, de forma que este permita 
utilizar y validar otros documentos de identificación, como los mencionados 

 
152 Art. 5 del Decreto Supremo 010-2020-IN. Publicado el 22 de octubre de 2020.  
153 Oficio 005-2022-DP/ADHPD. 
154 Información proporcionada por el Ministerio Público mediante Oficio 000584-2022-MP-FN-GG del 30 de marzo 

de 2022.  
155 Información proporcionada por el Ministerio Público mediante Oficio 002990-2022-MP-FN-GG-OGTI del 1 de 

diciembre de 2022.  
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previamente; o en su defecto, que se implemente de manera efectiva una opción que 
permita el registro de denuncias de personas migrantes con otros documentos sin que 
se exija su validación en ese momento. 
 
Finalmente, en relación a la accesibilidad sin discriminación, cabe hacer mención a la 
queja de un migrante venezolano en Tumbes registrada en el SID156. Según explicó, 
había sido víctima de violación sexual y había decidido interponer una denuncia al 
respecto. No obstante, cuando se acercó a una comisaría de la mujer, esta le manifestó 
que no recibían denuncias de personas que pertenecían a la población LGTBI.  
 
Si bien, de la información registrada en el SID, se desprende que ello pudo deberse a 
la competencia de la comisaría en las materias establecidas por la Ley 30364, la 
respuesta proporcionada por la PNP dio la sensación al usuario que su denuncia no 
estaba siendo recibida por su pertenencia a la comunidad LGTBI, lo cual en ningún caso 
debería ocurrir. 
 
4.3.3. Accesibilidad de información 
 
Respecto de la accesibilidad de información, se observa que existen desafíos 
relacionados al conocimiento que puedan tener las mujeres migrantes víctimas de 
violencia de género sobre la ruta que deben seguir para acceder a la justicia respecto 
de sus casos. 
 
Esto se evidenció en las respuestas de las y los funcionarios del CEM y representantes 
de organizaciones de sociedad civil y/o cooperación que completaron las fichas de 
recojo de información de este informe, las cuales revelaron que existen personas 
migrantes que todavía no tienen información sobre tal ruta.  
 
Ciertamente, solo cuatro de las y los trece funcionarios de los CEM (30.8%) que habían 
atendido casos de violencia de género contra personas migrantes entre enero de 2019 
y agosto de 2020, señalaron que las personas que habían atendido y que no habían 
presentado de forma previa una denuncia conocían en todos los casos que podían 
presentar una denuncia y cuál era el procedimiento para ello. En contraste, ninguno de 
las y los representantes de organizaciones de sociedad civil y/o cooperación 
internacional señaló que las personas migrantes que atendieron tenían en todos los 
casos ese conocimiento. 
 

Gráfico 17 

 
 

156 Véase Exp. 0726-2022-000535. 
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Estos resultados coinciden con hallazgos de otras investigaciones. Por ejemplo, el 8.3% 
de mujeres migrantes encuestadas para un estudio de Plan International de 2021 no 
tenía conocimiento de las modalidades de violencia que podían ser denunciados y un 
19% señalaba que el motivo fundamental por el cual no denunciaban era el 
desconocimiento sobre las rutas de atención y el proceso a seguir en el caso de ellas, 
por ser mujeres migrantes.  
 
Asimismo, el 67% indicaba no haber recibido información, capacitación o folletos sobre 
qué hacer en casos de violencia de género, y del 33% que sí los había recibido, solo 
11% indicaba haber recibido dicha información de una entidad estatal157.  
 
En esa misma línea, un informe de Care Perú de 2020158 registraba que solo el 37.8% 
de mujeres venezolanas encuestadas y el 33.9% de hombres venezolanos encuestados 
conocían la ruta de atención o denuncia en caso de ser víctimas de abuso o violencia 
sexual. También indicaba que solo el 9.7% de mujeres venezolanas encuestadas y el 
9% de hombres encuestados no accedía a sistemas de apoyo para casos de violencia 
por desconocimiento159.  
 
Asimismo, reportes de Alianza por la Solidaridad160, UNPFA y Amnistía Internacional de 
2022 recogen testimonios que muestran los desafíos que existen en el acceso a la 
información sobre este por parte de personas migrantes. En ese sentido, por ejemplo, 
el informe de Alianza por la Solidaridad incluye los testimonios de tres mujeres migrantes 
que indicaban no tenían claro a dónde debían acudir para denunciar un eventual caso 
de violencia de género, aunque en dos casos mencionaban que se acercarían a una 
comisaría.  
 
Esta organización indicó además que solo una de las mujeres adultas y una de las 
adolescentes comprendidas conocía la función de la línea 100161. Por su parte, UNPFA 
registró el testimonio de una persona representante de organización de venezolanos 
que señalaba que muchas veces las mujeres no identificaban situaciones de violencia 
por falta de información162; mientras que Amnistía Internacional reportó que las mujeres 
refugiadas participantes en su estudio indicaron que una de las razones que impedían 
que se acerquen a las instituciones estatales es la idea equivocada de que no tienen los 
mismos derechos que las personas del país de acogida163. 
 
El MIMP precisó que su personal tenía la “indicación que en todos los eventos difundan 
los servicios del CEM y la línea 100 independientemente de la población objetivo”. 
Asimismo, señaló que las y los promotores que realizan acciones preventivas 
contemplan como parte de sus mensajes la difusión de los servicios de CEM; aunque 

 
157 Plan International. Estudio sobre violencia basada en género hacia las mujeres venezolanas migrantes y/o 

refugiadas en los países receptores de Perú y Ecuador. Lima, 2021, pp. 50, 63, 71 y 72.  
158 El estudio comprendió la participación, a través de encuestas y entrevistas, de 560 mujeres adultas y 41 adolescentes 

mujeres venezolanas. Asimismo, se desarrollaron 15 entrevistas dirigidas a funcionarios públicos, líderes de 

organizaciones de la sociedad civil, organizaciones de personas venezolanas y organizaciones de apoyo humanitario. 

La investigación se desarrolló entre el 3 de diciembre de 2019 y el 9 de enero de 2020. 
159 Care Perú. Análisis rápido de género. Febrero 2020, p. 19. 
160 El estudio comprendió, en Perú, la participación, a través de encuestas y entrevistas, de 427 mujeres adultas y 156 

adolescentes venezolanas residentes en los distritos correspondientes a la mancomunidad de Lima Norte. Asimismo, el 

estudio desarrolló entrevistas a 30 servidores públicos. 
161 Alianza por la Solidaridad. Situación de mujeres venezolanas migrantes en Perú y Bolivia. Estudio sobre violencia 

de género y acceso a la salud sexual y reproductiva. La Paz, Bolivia, 2022, pp. 131-135. 
162 UNPFA. Diagnóstico sobre la situación de las mujeres migrantes y refugiadas y de las comunidades de acogida en 

el contexto COVID-19, relacionado con la Salud Sexual y Reproductiva (SSR) y la Violencia basada en Género (VBG) 

en el distrito de San Juan de Lurigancho de Lima. Lima, 2022, p. 29. 
163 Amnistía Internacional. Desprotegidas. Violencia basada en género contra mujeres venezolanas refugiadas en 

Colombia y Perú, 2022, p. 40.  
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luego señaló de forma poco clara que, por la especificidad de este tema, es un tema 
que generalmente se brinda a los operadores.  
 
Además, el MIMP informó que 367 personas migrantes habían participado de sus 
acciones preventivas en 2021 y 838 lo habían hecho entre enero y agosto de 2022. Del 
mismo modo, informó que, en 2021, realizó una acción preventiva sobre la temática de 
violencia contra mujeres migrantes que registró a 16 personas, y de enero a septiembre 
de 2022, realizó otras 13 acciones que informaron a 37 personas. Sin embargo, según 
informó, estas acciones no abordaron necesariamente la temática de violencia contra 
mujeres migrantes ni estuvieron dirigidas necesariamente a ellas. Asimismo, la cantidad 
indicada en el reporte de sus acciones de prevención resulta ínfima frente al número de 
personas migrantes que viven en el país. 
 
4.3.4. Acceso a centros de atención integrales 

 
Conforme ha señalado el Comité CEDAW, los centros de atención integrales tienen 
como propósito reducir el número de pasos que deben seguir las mujeres para obtener 
justicia y deben abarcar, además de asesoramiento jurídico, la coordinación de servicios 
de apoyo en todas las esferas de la mujer, incluyendo la relacionada con la migración164. 
En Perú, la función que buscan desempeñar estos centros podría compararse con la 
labor que cumplen los CEM. No obstante, cabe notar que todavía existen desafíos para 
que estos brinden de forma efectiva servicios de apoyo en temas de migración, tal como 
evidencian las respuestas de las y los funcionarios del CEM que completaron las fichas 
de recojo de información preparadas para este informe.  
 
Al respecto, llama la atención que la mayoría de las y los funcionarios del CEM que 
brindaron atención a personas migrantes víctimas de violencia de género en el periodo 
en que hace énfasis este informe indicaron no haber proporcionado asesoría legal 
relacionada a su situación migratoria y/o el otorgamiento de la condición de refugio. 
Cinco de estos trece funcionarios indicaron que no lo consideraron pertinente (38.5%) y 
cinco señalaron que no era un asunto de su competencia (38.5%).       
 
Por su parte, tres funcionarios (23.1%) que sí proporcionaron este tipo de asesoría 
indicaron que comunicaron a las personas migrantes la posibilidad de que se le expida 
a ella y/o a sus hijos/as documentos, permisos o calidades migratorias por su situación 
de vulnerabilidad, al ser víctimas de violencia de género. Un funcionario señaló además 
que le comunicó a una persona migrante casada con una persona de nacionalidad 
peruana la necesidad de actualizar su calidad migratoria en caso de separación. Las 
otras dos funcionarias indicaron que este tipo de comunicación no era aplicable a los 
casos que atendieron. 
 
Estas cifras resultan preocupantes puesto que, como se explicó en la sección 2.2 de 
este informe, la situación migratoria de las extranjeras tiene un impacto en su acceso a 
la justicia y, actualmente, el marco normativo peruano contempla el otorgamiento de 
calidades migratorias a personas que son víctimas de violencia de género. En esa 
medida, la actuación de las tres últimas funcionarias debería ser la regla y no la 
excepción entre el personal que brinda asistencia jurídica en los CEM165. 

 
164 Comité CEDAW. Recomendación general núm. 33 sobre el acceso a la justicia. CEDAW/C/GC/33. 3 de agosto de 

2015, párr. 17. 
165 Sobre este tema, resulta interesante resaltar que, en contraste con las respuestas de las y los funcionarios del CEM, 

la totalidad de organizaciones de sociedad civil y/o cooperación internacional que prestaron asistencia jurídica directa 

a casos de violencia de género contra personas migrantes indicaron, ante una pregunta similar, que también habían 

brindado asesoría legal relacionada a la situación migratoria y/o el otorgamiento de la condición de refugio a las 

personas que atendieron. En relación a ello, todas las organizaciones brindaron información sobre la posibilidad de 

acceder a documento, permisos o calidades migratorias por situación de vulnerabilidad. Asimismo, cinco de las ocho 
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4.4. Buena calidad y suministro de recursos en el sistema de justicia 

 
Para evaluar el cumplimiento de los componentes de buena calidad y suministro de 
recursos de justicia se analizarán cuatro aspectos: la atención sin discriminación; la      
capacitación de las y los funcionarios que brindan atención a personas migrantes 
víctimas de violencia de género; la existencia de mecanismos de tutela urgente; y la 
efectividad de los recursos disponibles.  

 
4.4.1. Atención sin discriminación 

 
Con relación a este tema, cabe señalar que las respuestas obtenidas de la aplicación 
de las fichas de recojo de información preparadas en este informe dan cuenta, tanto en 
la atención brindada por los CEM como en la proporcionada por organizaciones de 
sociedad civil y/o cooperación internacional, que existen personas migrantes que en la 
atención de sus casos de violencia de género han experimentado por parte de 
autoridades estatales la culpabilizarían por los hechos de violencia de género o la 
utilización de expresiones xenofóbicas, expresiones homofóbicas o transfóbicas, y/o 
estereotipos de género. 
 
Ciertamente, dos funcionarias de los CEM que atendieron casos de violencia de género 
contra personas migrantes entre enero de 2019 y agosto de 2022 reportaron que, en 
algunos casos, las personas que habían atendido y que previamente habían denunciado 
su situación, les expresaron malestar por la atención que habían recibido. Ambas 
funcionarias registraron la culpabilización de las personas atendidas por los hechos de 
violencia; y una reportó la utilización de alguna expresión xenofóbica. En ambos casos, 
los policías fueron la autoridad respecto de la cual se expresó este tipo de malestar; 
aunque una funcionaria también indicó que estos comportamientos también fueron 
identificados en  fiscales o personal del Ministerio Público166. Asimismo, una funcionaria 
del CEM informó que, durante el periodo que brindó asesoramiento a alguna/s persona/s 
migrante/s, una autoridad utilizó estereotipos de género en el proceso. Sin embargo, no 
precisó la autoridad frente a la cual experimentó esta situación. 
 
Por su parte, como se muestra en la imagen 6, seis representantes de organizaciones 
de sociedad civil y/o cooperación internacional que derivaron casos de violencia de 
género a otras organizaciones para asistencia jurídica señalaron que, cuando dichas 
personas volvieron a acudieron a ellas, les mencionaron que habían experimentado por 
parte de alguna autoridad la utilización de expresiones xenofóbicas contra ellas. Cinco 
representantes informaron además que estas personas también les comentaron la 
utilización de estereotipos de género; y tres representantes añadieron que otra situación 
que las personas migrantes habían vivido era la utilización de expresiones homofóbicas 
o transfóbicas en el proceso.  
 
Una representante indicó que la utilización de expresiones xenofóbicas y/o estereotipos 
de género se había presentado respecto de policías; mientras que otra representante 
indicó que, en su caso, la utilización de estereotipos de género se había expresado 
respecto policías; mientras que el uso de expresiones xenofóbicas, homofóbicas o 
transfóbicas había ocurrido respecto de miembros del Poder Judicial.  
 

 
organizaciones también proporcionaron información sobre la necesidad de actualizar la calidad migratoria en caso de 

separación de la persona migrante atendida cuando se encontrara casada con una persona de nacionalidad peruana. Las 

otras tres organizaciones indicaron que la pregunta no les era aplicable.   
166 Cabe señalar que incluso cuando el resto de las y los funcionarios encuestados indicaron no haber recibido esta clase 

de malestar, posteriormente luego dos indicaron las autoridades frente a las cuales se presentaron los malestarias o su 

frecuencia. Para evitar imprecisiones no se han considerado sus respuestas en el texto principal del informe. 



46 
 

En el caso de las ocho organizaciones que atendieron directamente casos de violencia 
de género contra personas migrantes, como se muestra en la imagen 7, cuatro 
organizaciones indicaron que, durante el periodo en el que brindaron asesoramiento, 
algunas de las personas migrantes que atendieron enfrentaron el uso de estereotipos 
de género durante el proceso. Tres organizaciones reportaron también la utilización de 
expresiones xenofóbicas contra las personas que atendieron; y una, el uso de 
expresiones homofóbicas o transfóbicas. Las dos organizaciones que precisaron las 
autoridades respecto de las cuales se presentaron estas situaciones indicaron que el 
uso de expresiones xenofóbicas, homofóbicas o transfóbicas en el proceso se había 
producido por parte de policías.  
 
Estos resultados coinciden con lo registrado por otras investigaciones. Por ejemplo, los 
estudios de Plan International167 y Amnistía Internacional168 recogen testimonios de 
mujeres migrantes que recibieron expresiones culpabilizantes de los hechos de 
violencia de género por parte de efectivos policiales. Además, este último informe169 da 
cuenta del uso de expresiones discriminatorias170.  
 
Una manera en la que se podrían enfrentar todas estas situaciones para brindar una 
atención en los servicios del sistema de justicia de calidad es la adecuada capacitación 
de sus operadores, aspecto que se analizará a continuación.   

 
4.4.2. Capacitación de las y los funcionarios que brindan atención a personas 

migrantes víctimas de violencia de género 
 
Una medida indispensable para contar con un sistema de justicia de buena calidad es 
que sus operadores se encuentren debidamente capacitados para la atención de los 
casos que tratan. Traducido al tema objeto de este informe, esto implica que los 
funcionarios que atienden casos de violencia de género contra mujeres migrantes 
cuenten con capacitación en temas relacionados a la violencia de género, pero también 
respecto de la atención de personas migrantes.  
 
Capacitación de efectivos policiales 
 
Al respecto, el MININTER171 informó que, entre enero de 2019 y agosto de 2022, se 
habrían realizado 9 actividades de capacitación, dirigidas a distintos miembros de la 
PNP (véase tabla 6). Adicionalmente, en las regiones sobre las que se realizó una 
supervisión específica en este informe, también se habrían realizado otras acciones en 
ese sentido. En específico, en la Tercera Macro Región Policial La Libertad172, se 
habrían llevado a cabo, entre 2021 y agosto de 2022, otras 4 acciones de capacitación 
dirigidas a efectivos policiales de dicha región (véase tabla 7). Asimismo, la Región 
Policial Lima informó que, entre enero de 2019 y agosto de 2022, 3136 efectivos en 

 
167 Esta organización reportó, entre otros, el caso de una mujer a quien, al denunciar a su agresor, un policía le había 

dicho que ella se lo había buscado por la manera en que se vestía. En: Plan International. Estudio sobre violencia 

basada en género hacia las mujeres venezolanas migrantes y/o refugiadas en los países receptores de Perú y Ecuador. 

Lima, 2021, p. 57. 
168 Esta organización registró, entre otros, el caso de una mujer que denunció un intento de agresión sexual y a quien 

efectivos policiales cuestionaron estar sola a las seis de la mañana. En: Amnistía Internacional. Desprotegidas. 

Violencia basada en género contra mujeres venezolanas refugiadas en Colombia y Perú, 2022, p. 43. 
169 Esta organización reportó el caso de una mujer que fue a denunciar un caso de violencia de género. El policía que 

la atendió la miró despectivamente y la llamó “veneca”. En: Amnistía Internacional. Desprotegidas. Violencia basada 

en género contra mujeres venezolanas refugiadas en Colombia y Perú, 2022, p. 44.  
170 CHS. Mujeres migrantes contra la violencia en el mundo del trabajo: Venezolanas viviendo y trabajando en Lima, 

Perú. Informe. Lima, 2019,  
171 Información proporcionada mediante Carta 003425-2022/IN/SG/OACGD del 28 de octubre de 2022. 
172 Información proporcionada por la Tercera Macro Regional Policial La Libertad el 2 de noviembre de 2022.  
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dicha región (264 oficiales y 2864 suboficiales) habrían recibido capacitaciones sobre 
atención de casos de violencia de género y/o personas migrantes refugiadas173.  
 

Tabla 7 
Capacitaciones a efectivos policiales a nivel nacional  

enero 2019 a agosto 2022 
 

Año Actividad de capacitación 
Número de personas 

capacitadas 

2019 
Elaboración de syllabus y módulo de taller 
“Abordaje a víctimas de violencia familiar y sexual” 

164 alféreces egresados en 
2019 

2020 

Curso Especializado de Intervención en Violencia 
contra las Mujeres y los integrantes del grupo 
familiar en el marco del SNEJ 

250 efectivos policiales en los 
distritos judiciales de Lima 
Este, Ventanilla, Callao, 
Arequipa, Áncash 

Tres talleres para sensibilizar y fortalecer 
capacidades para la atención de llamadas de 
emergencia por casos de violencia contra las 
mujeres e integrantes del grupo familiar 

118 efectivos policiales de la 
Central de Operaciones de 
Emergencia 105 

Ponencia sobre violencia sexual contra NNA en el 
marco de un curso para instructores policiales 

No precisa 

2021 

14 charlas académicas sobre género, enfoque de 
género y la Ley 30364, para estudiantes de la 
Escuela de Educación Superior Técnico 
Profesional de San Bartolo 

No precisa 

I y II Cursillo “Violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar” 

362 efectivos policiales de 23 
regiones y frentes policiales 

Curso Especializado de Intervención en Violencia 
contra las Mujeres y los integrantes del grupo 
familiar en el marco del SNEJ 

65 efectivos policiales de las 
regiones policiales de Cusco, 
Junín y Lima Norte 

2022 
I y II Cursillo “Violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar” 

187 efectivos policiales de 23 
regiones y frentes policiales 

Fuente: MININTER. Elaboración propia. 

 
Tabla 8 

Capacitaciones a efectivos policiales en la región La Libertad  
enero 2019 a agosto 2022 

 

Año Actividad de capacitación 
Número de personas 

capacitadas 

2021 

Capacitación sobre hostigamiento sexual, 
estrategias de prevención e investigación en 
atención y protección contra la mujer e integrantes 
del grupo familiar (modalidad virtual) 

235 efectivos policiales 

Optimización de competitividades en la atención y 
protección de víctimas de violencia contra la mujer 
e integrantes del grupo familiar (modalidad virtual) 

108 efectivos policiales 

Curso de capacitación promotores para la 
prevención de la violencia hacia las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar (modalidad virtual) 

60 efectivos policiales 

Sensibilización y prevención en atención a las 
víctimas contra la violencia hacia las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, y actos de 
inconducta funcional indebida en los que incurre el 
personal de la PNP en el marco de la Ley 30364 
(modalidad virtual) 

160 efectivos policiales 

 
173 Información proporcionada por la Región Policial Lima el 12 de diciembre de 2022.  La Región Policial Lima envió 

una lista desagregada de capacitaciones, en las que se evidenció que las capacitaciones que realizó en el periodo de 

estudio de este informe se dedicaron exclusivamente a temas vinculados a la violencia de género.   
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2022 
Capacitación sobre la correcta aplicación de la Ley 
30364 (modalidad presencial y virtual) 

235 efectivos policiales 

Fuente: Tercer Macro Región Policial La Libertad. Elaboración propia. 

 
Como se evidencia en las tablas mostradas, en los últimos años, se han realizado varias 
acciones orientadas a capacitar al personal policial en temas de violencia de género. En 
especial, resulta positivo que algunas de las actividades realizadas se repliquen en más 
de una vez al año y que se repita en otro, dando la posibilidad de capacitar a una mayor 
cantidad de efectivos. Del mismo modo, es valioso que se haya incluido en una de ellas 
contenidos sobre la responsabilidad en la que pueden incurrir los policías en caso no 
brinden atención adecuada a un caso de violencia contra la mujer e integrantes del 
grupo familiar.  
 
Sin embargo, es preocupante que, incluso cuando en Perú el número de personas 
migrantes ha aumentado crecientemente en los últimos años y siendo la PNP una de 
las instituciones sobre las cuales se presenta con mayor frecuencia temores y/o 
malestares conforme a lo señalado por este informe, no se hayan contemplado 
actividades de capacitación sobre temas vinculados a este grupo en particular. 
Ciertamente, ni el MININTER ni las regiones policiales reportaron acciones en ese 
sentido, aunque cabe señalar que el primero informó que, entre enero y agosto de 2022, 
se realizó el I y II Cursillo Virtual “Derechos de las personas en situación de 
vulnerabilidad”. Este capacitó a 216 efectivos policiales sobre las situaciones de 
vulnerabilidad que enfrentan las personas con discapacidad, las personas adultas 
mayores, las personas LGTBI, y los NNA174. 
  
Iniciativas como esta deberían replicarse considerando a las personas migrantes a 
efectos de mejorar, en general, su acceso a la justicia. Asimismo, para mejorar la calidad 
en el acceso a la justicia en específico de las mujeres migrantes, se deberían 
implementar contenidos específicos relacionados a la atención de personas migrantes 
en las actividades de capacitación que vienen desarrollándose. 
 
En particular, se debería enfatizar en el derecho que tienen las personas migrantes  a 
denunciar actos de violencia de género contra ellas sin necesidad de contar con un 
documento de identidad específico, como el carné de extranjería. Asimismo, se debe 
enseñar, con el apoyo de ejemplos prácticos, que los efectivos no deben utilizar 
estereotipos de género, expresiones xenofóbicas, homofóbicas u transfóbicas, o 
culpabilizar a las víctimas por los hechos, toda vez que esto resulta contrario con el 
principio de igualdad y no discriminación.   
 
Capacitación de jueces y personal del Poder Judicial 
 
De otro lado, con relación a las capacitaciones en el Poder Judicial, la Comisión 
Permanente de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y 
Justicia en tu Comunidad (Comisión de Acceso a la Justicia) informó175 que, entre enero 
de 2018 y junio de 2022, se habían llevado a cabo más de 30 capacitaciones que 
beneficiaron a un total de 10,917 personas, entre jueces, juezas, personal jurisdiccional 
y administrativo, funcionarios, profesionales y miembros de sociedad civil.  
 
En ese contexto, resaltó el desarrollo de las siguientes siete actividades de formación:  
 

 
174 Información proporcionada mediante Carta 003425-2022/IN/SG/OACGD del 28 de octubre de 2022. 
175 Información proporcionada por el Poder Judicial mediante Carta 000872-2022-SG-GG-PJ del 17 de noviembre de 

2022.  
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● Charla informativa sobre derechos de los migrantes en situación irregular, 
dirigido a personas migrantes venezolanas – Loreto (2018);  

● Capacitación virtual para sensibilizar e informar sobre migración y 
desplazamiento interno – Huancavelica (2019); 

● Curso virtual sobre migración, trata de personas y reglas de Brasilia (2019); 
● Curso virtual sobre acceso a la justicia de migrantes en condición de 

vulnerabilidad (2019);  
● Capacitación virtual sobre protección infantil en situación de movilidad humana 

– Tumbes (2021);  
● Taller de capacitación sobre personas refugiadas y migrantes para la esfera 

judicial (2021); 
● Curso taller de capacitación sobre protección de personas migrantes (2022).  

 
Como se puede apreciar, dicha información no permite establecer cuáles de estas 
actividades estuvieron dirigidas a la formación de jueces y/o personal del Poder Judicial, 
en especial de aquellos involucrados en la atención de casos de violencia de género176. 
Tampoco es posible conocer si sus contenidos abordan cuestiones relacionadas a la 
atención que deben recibir particularmente las personas migrantes víctimas de violencia 
de género.  
 
No obstante, se debe saludar la organización de otros eventos de difusión sobre la 
materia177, así como la elaboración de materiales académicos para jueces y juezas178. 
Sin embargo, cabe señalar que estos últimos fueron preparados con apoyo de 
organizaciones de la sociedad civil y la cooperación internacional, y no contienen 
consideraciones específicas para la atención de casos de personas migrantes víctimas 
de violencia de género.  

 
Capacitación de fiscales y personal del Ministerio Público 
 
Por su parte, el Ministerio Público179, a través de su Escuela “Dr. Gonzalo Ortiz de 
Zevallos Roedel”, informó que, entre enero de 2019 y noviembre de 2022, se habrían 
realizado 136 actividades académicas en relación con “violencia contra la mujer, 
violencia de género, migrantes y refugiados”. Del listado proporcionado se observa que 
estas actividades incluyeron cursos, talleres, seminarios, protocolos, diplomados, 
conferencias, webinars y congresos, y se realizaron en distintos distritos fiscales con 
públicos diversos, que incluyeron fiscales, personal forense y/o personal administrativo. 
Casi en su totalidad, estas actividades se concentraron en temas vinculados a la 
violencia de género.  
 

 
176 Cabe precisar que en la solicitud presentada se solicitó informar en específico sobre las capacitaciones a jueces 

penales y/o personal de juzgados penales.  
177 Al respecto, la Comisión de Acceso a la Justicia indicó que, entre enero e 2016 y marzo de 2021, se habían realizado 

11 eventos para la promoción de derechos y el establecimiento de espacios académicos para el fortalecimiento del 

sistema de justicia en beneficio de los grupos migrantes, que habrían beneficiado en total a 2292 personas. Los eventos 

que resaltó en ese marco fueron: i) la mesa regional para los migrantes indocumentados – La Libertad (2018), ii) la 

mesa de trabajo para los migrantes indocumentados – La Libertad (2019), iii) la primera reunión con autoridades del 

Consejo de la Judicatura de Ecuador – Tumbes (2019), iv) el primer congreso nacional sobre acceso a la justicia para 

migrantes en condición de vulnerabilidad (2019), y v) el segundo congreso internacional de acceso a la justicia de las 

personas migrantes y refugiadas (2021). La Comisión de Acceso a la Justicia no precisó la cantidad de jueces o personal 

del Poder Judicial que participó de estos espacios.  
178 La Comisión de Acceso a la Justicia informó de la publicación de dos materiales en coordinación con la Oficina del 

Alto Comisionado para las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el Instituto de Democracia y Derechos 

Humanos de la Pontificia Universidad Católcia del Perú: la Guía para actores judiciales: Acceso a la justicia de personas 

refugiadas y migrantes en el Perú desde los estándares internacionales de protección de los derechos humanos, y el 

Cuaderno de sentencias emblemáticas para la protección y garantía de los derechos de las personas refugiadas y 

migrantes en América del Sur.   
179 Información proporcionada mediante el Oficio 002064-2022-MP-FN-EMP del 18 de noviembre de 2022.  
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Sin embargo, al revisar el listado proporcionado por el Ministerio Público, se identificó la 
organización de tres talleres especializados en violencia contra grupos vulnerables. Uno 
de ellos fue organizado en 2019 de forma presencial para 12 personas en Lima; y dos 
fueron organizados de forma virtual en 2020, capacitando respectivamente a 82 
personas (66 discales, 1 forense y 1 miembro del personal administrativo) y a 25 fiscales 
de los distritos fiscales de Amazonas, San Martín, Loreto y Madre de Dios. Si bien no 
se precisó los contenidos de estos talleres, este tipo de actividad podría ser utilizada en 
un futuro para capacitar en la atención específica que requieren los casos de violencia 
de género de personas migrantes. 
 
Asimismo, en esta revisión, se identificó la organización en noviembre de 2021 del 
“Curso de Atención Especializada y Protección a Personas Migrantes y Refugiadas 
Víctimas de Violencia Basada en Género”. Esta actividad, realizada de forma virtual, 
formó a 42 personas (23 fiscales, 2 forenses y 17 miembros del personal administrativo). 
Lamentablemente, esta actividad no ha vuelto a ser replicada desde entonces.   

 
Capacitación del personal de asistencia jurídica de los CEM 
 
Con relación a la capacitación de las y los abogados de los CEM, el MIMP explicó que 
los Planes de Desarrollo del Programa Nacional para la Prevención y Erradicación de la 
Violencia contra las mujeres e Integrantes del Grupo Familiar (Programa Aurora) son 
los instrumentos que gestionan la planificación y ejecución de capacitaciones. Estos 
responden a un diagnóstico de necesidades de capacitación. Al respecto, informó que 
los Planes Nacionales de Desarrollo 2019, 2021 y 2022 no registran capacitaciones 
sobre la atención de personas migrantes y refugiadas “puesto que no se presentó como 
una necesidad por parte de las unidades funcionales de línea”180.  
 
Sin perjuicio de ello, algunos de las y los funcionarios de los CEM estarían recibiendo 
capacitación sobre temas de migración. En efecto, de acuerdo con las fichas de recojo 
de información aplicadas para este informe, ocho de los diecisiete funcionarios de los 
CEM (equivalente al 47.1%) que participaron en este informe recibieron capacitación en 
temas de migración entre enero de 2019 y agosto de 2022. Las y los funcionarios que 
recibieron capacitación en ese periodo pertenecían a CEM en Lima, La Libertad y 
Arequipa.  

 
Gráfico 18 

 
 
 

 
180 Información proporcionada por el MIMP mediante Carta 000302-2022-MIMP-AURORA-REI del 18 de noviembre 

de 2022. 
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La frecuencia en que estos ocho funcionarios indicaron haber recibido estas 
capacitaciones varió en cada caso. Cuatro señalaron haber recibido capacitación entre 
1 y 5 veces en ese periodo; mientras que tres lo hicieron solo 1 vez; y uno, más de 5 
veces.  
 

Gráfico 19 

 
 
 

Gráfico 20 

 
 
Capacitación el personal de defensa legal de los Centros Alegra y/o el personal 
que atiende la línea gratuita 1884 

 
Finalmente, con relación al personal de defensa legal de los Centros Alegra y/o el 
personal que atiende la línea gratuita 1884, el MINJUS informó de las siguientes 
actividades de capacitación, realizadas en 2021 y entre septiembre y noviembre de 
2022181: 
 
 
 

 
181 Información proporcionada por el MINJUS mediante el Oficio 992-2022-JUS/DGDPAJ del 29 de noviembre de 

2022. 
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Tabla 9 
Capacitaciones a efectivos policiales a nivel nacional  

enero 2019 a agosto 2022 

 

Nº Año Actividad Público Total 

1 2021 

Curso virtual del Sistema Nacional Especializado de 
Justicia de Protección y Sanción de la Violencia -  
contra la Mujer y los Integrantes del grupo familiar (3 
ediciones) 

Defensores 
Públicos 

59 

2 2021 
Curso virtual: “Violencia de género y explotación de 
niñas, niños y adolescente en línea en el marco del 
SNEJ”. 

Defensores 
Públicos 

41 

3 2021 

Taller Virtual Especializado del Sistema Nacional 
Especializado de Justicia para la Protección y 
Sanción de la Violencia contra la Mujer y los 
integrantes del Grupo Familiar – SNEJ, dirigido a 
Defensores Públicos 

Defensores 
Públicos 

49 

4 2021 

Taller Virtual Especializado del Sistema Nacional 
Especializado de Justicia para la Protección y 
Sanción de la Violencia contra la Mujer y los 
integrantes del Grupo Familiar – SNEJ, dirigido a 
Defensores Públicos 

Defensores 
Públicos 

41 

5 2021 

Taller Virtual Especializado del Sistema Nacional 
Especializado de Justicia para la Protección y 
Sanción de la Violencia contra la Mujer y los 
integrantes del Grupo Familiar – SNEJ, dirigido a 
Defensores Públicos 

Defensores 
Públicos 

40 

6 2022 Seminario Enfoque de Género - SEG 1 
Servidores del 

DGDPAJ 
54 

7 2022 Seminario Enfoque de Género - SEG 2 
Servidores del 

DGDPAJ 
58 

8 2022 Seminario Enfoque de Género - SEG 3 
Servidores del 

DGDPAJ 
52 

9 2022 Seminario Enfoque de Género - SEG 4 
Servidores del 

DGDPAJ 
48 

10 2022 Seminario Enfoque de Género - SEG 6 
Servidores del 

DGDPAJ 
51 

11 2022 Seminario Enfoque de Discapacidad - SED1 
Servidores del 

DGDPAJ 
55 

12 2022 Seminario Enfoque de Discapacidad - SED2 
Servidores del 

DGDPAJ 
53 

13 2022 Seminario Enfoque de Discapacidad - SED3 
Servidores del 

DGDPAJ 
53 

14 2022 Seminario Enfoque de Discapacidad - SED4 
Servidores del 

DGDPAJ 
50 

Fuente: MINJUS. Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 
De lo reportado por el MINJUS, no todas las capacitaciones se encuentran relacionadas 
a la atención de casos de violencia de género y/o de personas migrantes y refugiadas, 
tal como fue solicitado por la Defensoría del Pueblo. En efecto, solo diez de las catorce 
actividades informadas se relaciona a la materia de dicha solicitud, y en todos los casos, 
las actividades se encuentran vinculadas solo con la atención de casos de violencia de 
género.  
 
Si bien, de acuerdo con la información recabada por las fichas de recojo de información 
de este estudio no existiría una necesidad de capacitación por parte de las y los 
defensores públicos de recibir capacitación sobre la atención de personas migrantes y/o 
refugiadas, dado que no han recibido casos de violencia de género contra estas; las 
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cifras proporcionadas por el MINJUS, explicada en la sección 3.1, indican lo contrario. 
En esa medida, resultaría importante que, como parte de las capacitaciones generales 
que viene haciendo sobre violencia de género, incluya un componente sobre la atención 
de personas migrantes. 
 
Ahora bien, sobre este tema, también resulta interesante analizar las respuestas de las 
y los funcionarios del MINJUS que completaron la ficha de recojo de información 
preparada para este informe. Un 25.5% de ellos (55 de las y los 216 funcionarios que 
proporcionaron respuesta) indicó haber recibido capacitación sobre temas de migración, 
entre enero de 2019 y agosto de 2022. 
 

Gráfico 21                  

 
 
 
En su mayoría, estos funcionarios (39) recibieron capacitación solo una vez; mientras 
que la minoría (16) lo hizo entre 1 y 5 veces182. 
 
 

Gráfico 22 

               
 
 

 
182 Cabe señalar que 10 personas encuestadas que contestaron no haber recibido capacitación, luego contestaron de 

forma contradictoria la pregunta sobre frecuencia de la capacitación. Su respuesta no fue tomada en cuenta para las 

cifras aquí señaladas.    
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Incluso cuando, como se señaló, ninguno de las y los defensores públicos que completó 
la ficha de atención atendió casos de violencia de género contra personas, el 94.9% de 
ellos consideró que era necesario recibir capacitación en temas de migración para 
realizar su trabajo de forma adecuada. 
 

Gráfico 23 

 
 
 
4.4.3. Existencia de mecanismos de tutela urgente 
 
Una manera de implementar el componente de suministro de recursos es sin duda la 
existencia de mecanismos de tutela urgente, como son las medidas de protección 
previstas en la Ley n.°30364 y su reglamento. Estas tienen por objetivo “[…] neutralizar 
o minimizar los efectos nocivos de la violencia ejercida por la persona denunciada, y 
permitir a la víctima el normal desarrollo de sus actividades cotidianas, con la finalidad 
de asegurar su integridad física, psicológica y sexual, o la de su familia, y resguardar 
sus bienes patrimoniales”183. 
 
Según la información obtenida a través de las fichas de recojo de información 
preparadas para este informe, varias medidas de protección han sido otorgadas a 
personas migrantes víctimas de violencia. En efecto, doce de las y los trece funcionarios 
de los CEM que atendieron casos de violencia de género contra personas migrantes en 
el periodo en que hace énfasis este informe indicaron que tenían al menos un caso en 
el que solicitaron medidas de protección a favor de personas migrantes víctimas de 
violencia de género.  
 
Once precisaron que habían conseguido que se otorguen estas medidas y/o el número 
de casos en que habían tenido o no éxito. Estos funcionarios obtuvieron todas o casi 
todas las medidas de protección solicitadas184. La cantidad de medidas de protección 
conseguidas varió en cada caso. Algunos funcionarios reportaron una medida de 
protección conseguida y otros hasta 50185. Ninguno reportó que, al solicitar medidas de 
protección, las personas migrantes hubieran enfrentado algún problema por su 

 
183 Art. 22 de la Ley 30364.  
184 Una funcionaria que consiguió 50 medidas de protección reportó 2 medidas de protección no conseguidas.  
185 Nueve funcionarios precisaron el número de medidas conseguidas, indicando diversos númeroa; 1, 2, 8, 50, 30, 10, 

5, 6, menos de 50. Solo en tres casos se precisó si no se habían conseguido medidas de protección. Una funcionaria 

indicó que fueron 2 casos en que no se consiguió. En los otros dos casos se indicó expresamente que se habían 

conseguido todas las medidas de protección solicitadas. 
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condición de tal. Sin embargo, una funcionaria comentó que la notificación de las 
medidas de protección se realizó a través suyo porque la persona migrante no quería 
que se conociera su dirección y solo quería comunicación telefónica. 
 
Igualmente, en el caso de organizaciones de sociedad civil y/o cooperación 
internacional, dos señalaron no solicitaron medidas de protección y tres afirmaron sí 
haberlo hecho. Estas organizaciones consiguieron respectivamente 3, 5 y 2 medidas de 
protección. No precisaron el número de casos en que no consiguieron medidas de 
protección.  
 
Se observa entonces que una buena cantidad de  personas migrantes están accediendo 
a las medidas de protección. Sin embargo, es preciso recordar que, para garantizar de 
forma efectiva el  acceso a la justicia, no basta con su otorgamiento, sino que es 
necesario que sean efectivamente implementadas. En esa línea, resulta preocupante, 
por ejemplo, que en una investigación de Plan International se hayan reportado 
dificultades en la ejecución de medidas de protección relacionadas a la falta de recursos 
humanos de instituciones públicas186.       
 
4.4.4. Efectividad de los recursos  
 
Por último, con relación a la efectividad de los recursos, componente esencial del 
derecho de acceso a la justicia, un indicador a tomar en cuenta es la etapa en la que se 
encuentran los procesos iniciados por casos de violencia de género denunciados por 
personas migrantes. Las y los trece funcionarios del CEM que respondieron la ficha de 
recojo de información y que atendieron casos de violencia de género en el periodo en 
el que hace énfasis este informe proporcionaron información al respecto. Al respecto, 
resulta interesante indicar que ninguno de las y los funcionarios encuestados indicó que 
la mayoría de sus procesos contaba al menos con una sentencia de primera instancia. 
Por el contrario, nueve indicaron que la mayoría de sus casos se encontraba en etapa 
de investigación (69.2%): y solo cuatro, que la mayoría de sus casos contaba con 
acusación fiscal (30.8%). 
 
De forma parecida, en el caso de las cinco organizaciones de sociedad civil y/o 
cooperación internacional que prestaron atención jurídica directa a casos de violencia 
de género denunciados por personas migrantes cuatro organizaciones (80%) indicaron 
que la mayoría de sus casos se encontraba en etapa de investigación; aunque una 
organización indicó que la mayoría de sus casos contaba con sentencia de primera 
instancia (30%). Cuando se les consultó si contaban con algún caso en el que la fiscalía 
hubiera presentado acusación contra el agresor de la persona extranjera víctima de 
violencia de género, la mayoría de organizaciones contestó de forma afirmativa (tres 
organizaciones, equivalente al 60%). En contraste, la mayoría de organizaciones señaló 
que no contaba con sentencias de condena en este tipo de casos (tres organizaciones, 
equivalentes al 60%). 
 
Por otro lado, otro indicador que puede ayudar a evaluar la efectividad de los procesos 
es su duración. Cuando se consultó por este tema a las y los trece funcionarios del CEM 
previamente mencionados, cinco indicaron que, en su mayoría, los procesos penales 
relacionados a casos de violencia de género denunciados por personas migrantes 
tenían una duración de 1 a 2 años (38.5%). Otros cinco funcionarios señalaron que la 
mayoría de sus procesos era, en su mayoría, de 6 meses a 1 año (38.5%); mientras que 
dos indicaron que esta era de 2 años a más (15.4%) y uno, de 0 a 6 meses (7.7%). En 
el caso de las organizaciones de sociedad civil y/o cooperación internacional 

 
186 Plan International. Estudio sobre violencia basada en género hacia las mujeres venezolanas migrantes y/o 

refugiadas en los países receptores de Perú y Ecuador. Lima, 2021, p. 74.  
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mencionadas, dos señalaron que la duración de sus procesos era en su mayoría de 6 
meses a 1 año (40%); una, de un 1 a 2 años (20%); otra, de 2 años a más (20%); y una 
de 0 a 6 meses (20%). 
 
La muestra de este informe no resulta lo suficientemente representativa como para 
extraer conclusiones de forma generalizada. Sin embargo, en aras de garantizar el 
derecho de acceso a la justicia de las mujeres migrantes víctimas de violencia de 
género, resulta imprescindible que las y los operadores judiciales actúen con la 
celeridad suficiente para que los recursos con los que cuentan a disposición estas 
personas no se vuelvan ilusorios.   

 
4.5. Rendición de cuentas 

 
El marco normativo peruano contempla una serie de acciones sobre rendición de 
cuentas, aplicables a los órganos y personal del sistema de justicia encargados de 
atender a mujeres migrantes víctimas de violencia de género. En efecto, la Ley 30364 
establece, en su artículo 21, que las y los funcionarios que omitan, rehúsen o retarden 
actos a su cargo en procesos vinculados a actos de violencia contra las mujeres o 
integrantes del grupo familiar incurren en responsabilidad penal conforme a los artículos 
377187 y 378188 del Código Penal. Estos contemplan respectivamente el delito de 
omisión, rehusamiento o demoras de actos funcionales, y el delito de deficiente apoyo 
policial. 
 
Ello no excluye la eventual responsabilidad civil o administrativa de estos funcionarios. 
En este último caso, los regímenes disciplinarios aplicables a policías, fiscales y jueces 
establecen faltas que podrían ser utilizadas para su sanción cuando no atiendan 
adecuadamente casos de violencia de género contra mujeres migrantes. Por ejemplo, 
el régimen disciplinario de la PNP establece como infracciones graves negarse a recibir 
una denuncia o no registrarla, o negarse a dar conducto o impedir el trámite de reclamos 
o peticiones, teniendo ambas conductas de 4 a 10 días de sanción189.  
 
Asimismo, contempla como infracción muy grave actuar de forma negligente en la 
tramitación de denuncias en las que exista alto riesgo de lesión grave o muerte para la 
víctima190, como podría ser un caso de violencia de género contra una mujer migrante, 
sancionando esta conducta con 1 a 2 años de disponibilidad. 
 
Por su parte, los regímenes disciplinarios aplicables a las y los fiscales y jueces también 
disponen faltas que podrían ser utilizadas en los casos a los que se refiere este informe. 
Entre ellas, se encuentran: cometer negligencia en el cumplimiento de sus deberes191, 
incurrir en retrasos injustificados en el ejercicio de sus funciones192, causar grave 

 
187 Art. 377 del Código Penal: “El funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda algún acto de su cargo 

será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años y con treinta a sesenta días-multa. Cuando la 

omisión, rehusamiento o demora de actos funcionales esté referido a una solicitud de garantías personales o caso de 

violencia familiar, la pena será privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco años”. 
188 Art. 378 del Código Penal: “El policía que rehúsa, omite o retarda, sin causa justificada, la prestación de un auxilio 

legalmente requerido por la autoridad civil competente, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos 

años. Si la prestación de auxilio es requerida por un particular en situación de peligro, la pena será no menor de dos ni 

mayor de cuatro años.La pena prevista en el párrafo segundo se impondrá, si la prestación de auxilio está referida a una 

solicitud de garantías personales o un caso de violencia familiar”. 
189 Infracciones G39 y G19. Véase: Anexo II de la Ley 30714, Ley que regula el Régimen Disciplinario de la Policía 

Nacional del Perú.   
190 Infracción MG62. Véase: Anexo II de la Ley 30714, Ley que regula el Régimen Disciplinario de la Policía Nacional 

del Perú. 
191 Art. 45.9 (falta muy leve) de la Ley 30483 Ley de la Carrera Fiscal, y art. 46.10 (falta leve) de la Ley 29277, Ley 

de Carrera Judicial.  
192 Arts. 46.2 (falta grave) de la Ley 30483, arts. 46.1, 46.6 (faltas leves) y art. 47.14 (falta muy grave) de la Ley 29277. 
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perjuicio al desarrollo de las incidencias y diligencias de los procesos193, incurrir en 
conductas y tratos discriminatorios194, y emitir pronunciamientos sin la debida 
motivación195. La sanción dependerá del tipo de falta, pudiendo ser una multa o 
suspensión, para faltas leves; una multa o suspensión, para faltas graves; y la 
suspensión o destitución, para faltas muy graves196. La mayoría de estas sanciones son 
competencia de las Autoridades Nacionales de Control del Ministerio Público y del Poder 
Judicial, salvo en el caso de la destitución que está a cargo la Junta Nacional de Justicia 
(JNJ).  
 
Respecto de este último órgano cabe observar que, incluso cuando su reglamento de 
procedimientos disciplinarios establece la posibilidad de que cualquier persona, 
incluyendo personas extranjeras consignando su documento de identidad respectivo y 
cumpliendo el resto de requisitos exigidos197, pueda presentar una denuncia, su sistema 
de denuncia virtual198 presenta restricciones para las personas migrantes, que pueden 
tener un impacto mayor para aquellas que han sido víctimas de violencia de género en 
específico. En efecto, el diseño de la página web de su mesa de partes exige el número 
de DNI de la persona que denuncia y su respectivo dígito de verificación para acceder 
a ella. Ello limita la posibilidad de que personas migrantes, que cuentan con otros 
documentos de identificación, puedan utilizar este canal de denuncia, cuyo acceso 
puede resultar más sencillo que acudir presencialmente a la mesa de partes la JNJ en 
Lima199.  
 
En esa línea, es imprescindible que los canales para denunciar una inadecuada 
atención a casos de violencia de género sean adaptados para ser accesibles a personas 
migrantes. Asimismo, resulta necesario crear y fortalecer acciones de difusión para que 
las personas migrantes víctimas de violencia de género conozcan los mecanismos de 
rendición de cuenta que tienen a su disposición. Especialmente, tomando en cuenta 
que, de acuerdo a un informe de Plan International, un 85% de las mujeres encuestadas 
para su estudio no conocía si existía alguna institución ante la cual puedan denunciar a 
los operadores de justicia en caso estos no cumplan sus funciones, y entre las que 
afirmaban que este mecanismo sí existía, un 34% no recordaba o no sabía el nombre 
de este200. 
 
También es necesario que las personas que se encargan de la defensa de personas 
migrantes víctimas de violencia de género, especialmente si son funcionarios públicos, 
conozcan la existencia de estos mecanismos para que puedan brindar un 
asesoramiento efectivo sobre la materia.  
 
En la aplicación de fichas de recojo de información utilizadas para este informe, solo 
una funcionaria del CEM reportó que, al experimentar una de sus usuarias alguna de 
las situaciones descritas, como temores en este informe, inició algún procedimiento 
contra las autoridades involucradas.  
 

 
193 Art. 46.3 (falta grave) de la Ley 30482 y art. 47.2 (falta grave) de la Ley 29277. 
194 Art. 46.7 (falta grave) de la Ley 30483, y art. 47.7 (falta grave) de la Ley 29277. 
195 Art. 47.1 (falta grave) de la Ley 30483, y art. 48.13 (falta muy grave) de la Ley 29277. 
196 Art. 50 de la Ley 30483, y art. 51 de la Ley 29277. 
197 Art. 36 del Reglamento de Procedimientos Disciplinarios de la JNJ. Aprobado por la Resolución 008-2020-JNJ. 

Publicada el 24 de enero de 2020.  
198 La denuncia virtual se realiza por la mesa de partes del JNJ. Véase: https://www.gob.pe/14602-denunciar-a-jueces-

y-fiscales-jefe-de-la-onpe-o-jefe-del-reniec. Consulta: 10 de noviembre de 2022. 
199 El formato de denuncia que se debe llenar en ambos casos indica como información de datos del denunciante 

“Documento Nacional de Identidad”. Sin embargo, se entiende, en base al Reglamento de Procedimientos 

Disciplinarios de la JNJ, que ello no debería suponer limitación en caso la denuncia sea presentada presencialmente.  
200 Plan International. Estudio sobre violencia basada en género hacia las mujeres venezolanas migrantes y/o 

refugiadas en los países receptores de Perú y Ecuador. Lima, pp. 70-71. 

https://www.gob.pe/14602-denunciar-a-jueces-y-fiscales-jefe-de-la-onpe-o-jefe-del-reniec
https://www.gob.pe/14602-denunciar-a-jueces-y-fiscales-jefe-de-la-onpe-o-jefe-del-reniec
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Al respecto, señaló que “se orientó a la usuaria a interponer su queja ante la inspectoría 
en caso de la PNP, se explicó el proceso y se le explicó respecto al recurso de elevación 
de actuados en caso de la fiscalía”201. Asimismo, solo una organización indicó que había 
iniciado algún procedimiento por estas mismas razones. No obstante, cuando se le 
solicitó mayores detalles, se limitó a indicar que había denunciado violencia física y   
psicológica a través de la línea 100.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  

 
201 Cabe señalar que siete  funcionarios del CEM respondieron que la pregunta sobre este tema no les era aplicable y 

otros cinco señalaron no como respuesta. 
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5. CONCLUSIONES 
 
1. El derecho de acceso a la justicia es un derecho humano protegido en distintos 

tratados internacionales y en la Constitución. Supone la posibilidad de que cualquier 
persona que considere que sus derechos han sido vulnerados pueda acceder a 
recursos judiciales que cumplan con las garantías judiciales y sean efectivos. Para 
ello, es necesario que los sistemas judiciales cumplan con las características de 
justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, buena calidad, suministro de recursos, 
y rendición de cuentas.  

 

2. En el caso de las personas migrantes, es importante recordar que se trata de un 
grupo de especial atención, debido no solo a su situación de vulnerabilidad por 
motivos económicos y culturales; sino que suelen ser sujetos de discriminación, 
violencia, prejuicios y xenofobia. Esta situación se agrava cuando confluyen otras 
condiciones de vulnerabilidad como ser mujer y/o el estatus migratorio irregular.   

 
3. El acceso a la justicia de las mujeres migrantes víctimas de violencia de género en 

Perú se rige por el marco normativo e institucional aplicable a cualquier mujer como 
lo son la Ley 30364, su reglamento, los protocolos y las disposiciones penales que 
tipifican los delitos vinculados a la violencia de género. Además, sobre el impacto de 
la situación migratoria son relevantes el Decreto Legislativo 1350 y su reglamento, 
en cuanto a la posibilidad de que se otorguen calidades migratorias, documentos y/o 
permisos temporales a las mujeres afectadas por violencia de género. 

 

4. En relación a la justiciabilidad del sistema de justicia, se observa que no existen 
obstáculos normativos en la Ley 30364, su reglamento o las normas penales que 
impidan a las mujeres migrantes presentar denuncias en caso sean víctimas de 
violencia de género. A pesar de ello, estas todavía enfrentan barreras para acceder 
a la justicia vinculada, en muchos casos, a los documentos de identidad con los que 
cuentan y/o a su situación migratoria.  

 

5. En cuanto a la disponibilidad, se identifica positivamente la existencia de 
mecanismos alternativos de denuncia, para que, a través de medios virtuales o 
telefónicos, las víctimas de violencia puedan acceder a canales de denuncia. Esto 
resulta particularmente relevante dadas las dificultades que las personas migrantes 
pueden enfrentar para participar en los procesos judiciales por razones de trabajo 
y/o tareas de cuidado.  

 

6. Asimismo, si bien la creación de nuevos CEM resulta siendo un aspecto positivo, 
resulta preocupante que algunas de las personas que trabajan en estos servicios 
consideraron que no se contaba con recursos humanos suficientes para cubrir la 
demanda en los servicios de asistencia jurídica. De manera similar, la cantidad de 
defensores públicos en los servicios gratuitos del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos para las mujeres víctimas de violencia  - cualquiera sea su nacionalidad - 
aún resulta siendo insuficiente para la demanda de este servicio a nivel nacional.  
 

7. Respecto de la accesibilidad, resulta destacable que la Ley n.°30364 y su 
reglamento establezcan medidas para garantizar la accesibilidad económica de las 
mujeres migrantes víctimas de violencia de género, estableciendo servicios de 
asistencia jurídica gratuita y la exoneración del pago de tasas. En esa línea, también 
es positivo que estas normas establezcan que se deben realizar todas las 
coordinaciones para que las personas migrantes cuenten, de ser necesario, con un 
traductor. No obstante, es motivo de preocupación que los mecanismos alternativos 



60 
 

de denuncia que se encuentran disponibles no cumplan con ser accesibles para las 
mujeres migrantes, toda vez que al momento de solicitar su identificación no 
contemplan toda la variedad de documentos que estas podrían tener. 

 
8. En relación a la buena calidad y el suministro de recursos, se toma nota de las 

actividades de capacitación realizadas en los últimos años en la PNP sobre temas 
de violencia de género. Sin embargo, se observa con preocupación la ausencia de 
capacitaciones que aborden de forma específica las problemáticas que pueden 
enfrentar las personas migrantes, en general, y las mujeres migrantes, en particular. 

 
9. A pesar de los avances reconocidos, también se han identificado algunos temas que 

requieren ser fortalecidos como la difusión y el acceso a la información, 
especialmente para las mujeres migrantes. Ello se refleja en la percepción de que 
su situación migratoria irregular sea una barrera para acceder a los sistemas de 
justicia y/o los servicios de asesoría jurídica y patrocinio de casos, lo cual 
frecuentemente se convierte en un factor inhibidor para la presentación de 
denuncias de los hechos de violencia de los que son víctimas. Más lamentable aún, 
es que la falta de información no solo se da en las mujeres migrantes, sino también 
en las propias autoridades quienes les solicitan documentos de identidad para la 
recepción de las denuncias o para continuar con las atenciones o con los procesos 
judiciales.  

 

 

10. En relación a la buena calidad y el suministro de recursos se han identificado casos 
de personas migrantes que habrían experimentado la prevalencia de estereotipos 
de género, expresiones xenofóbicas, homofóbicas o transfobicas, y/o la 
culpabilización de los hechos de violencia por parte de autoridades estatales. Estas 
situaciones se habrían presentado en su mayoría respecto de policías, aunque 
también se reportaron respecto de jueces o personal del Poder Judicial.  

 
 

11. Precisamente en materia de capacitación, se nos informó sobre la implementación 
de actividades de formación vinculadas a la atención de casos de violencia de 
género en la mayoría de instituciones. De manera particular, el Poder Judicial ha 
desarrollado actividades de capacitación que abordan temáticas sobre las personas 
migrantes y el Ministerio Público ha contado con una capacitación específica sobre 
la atención de personas migrantes víctimas de violencia de género. Sin embargo, es 
necesario que dichas capacitaciones se den de manera permanente para lograr 
revertir los problemas ya mencionados en los párrafos precedentes. 
 

12. También cabe resaltar que el marco normativo nacional prevé una serie de medidas 
para asegurar la rendición de cuentas en caso de mujeres migrantes víctimas de 
violencia de género. Estas incluyen la posibilidad de que las y los funcionarios que 
no brinden una adecuada atención a estos casos sean sancionados penal y/o 
administrativamente. A pesar de ello, para garantizar que las personas migrantes 
víctimas de violencia de género puedan utilizar estos mecanismos, todavía resulta 
necesario verificar su accesibilidad, sobre todo en canales virtuales, y fortalecer 
acciones de difusión para que estos sean conocidos. 

 
13. Finalmente, la variedad de datos estadísticos confirma la necesidad de la 

implementación de un registro unificado. En este sentido, es necesario recordar que 
aún se encuentra pendiente la implementación del Registro Único de Víctimas y 
Agresores como un registro administrativo encargado de suministrar un banco de 
datos actualizado con información que permita identificar y perfilar a las víctimas y 
sus agresores, como instrumento de conocimiento adecuado para dirigir la acción 
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tanto preventiva como investigadora por parte de los actores competentes. Entre las 
instituciones responsables de ingresar la información necesaria para este registro 
se encuentra el Ministerio Público, la Policía Nacional del Perú, el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos a través del Instituto Nacional Penitenciario, el Poder 
Judicial, el Ministerio de Salud, y el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. 
Este último es el responsable del registro de los casos, debiendo consignar todos 
los datos de la víctima y del agresor, la tipificación, las causas y consecuencias de 
la violencia, la existencia de denuncias anteriores, la atención en salud y sus 
resultados y otros datos necesarios para facilitar la atención de las víctimas en las 
diferentes instituciones del Sistema Nacional.  
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6. RECOMENDACIONES 
 
 
Al Poder Judicial y Ministerio Público 
 

1. Diseñar e implementar programas de capacitación a los operadores de justicia 
que atienden casos de violencia de género. Dichas capacitaciones deberán 
considerar los enfoques de género, derechos humanos e interseccionalidad. 
Asimismo, se debe abordar temas de movilidad humana, normativa sobre 
migrantes y violencia de género. Se sugiere priorizar el desarrollo de estas 
acciones en los distritos judiciales y fiscalías con mayor cantidad de procesos 
judiciales por delitos vinculados a la violencia de género y/o la mayor cantidad 
de medidas de protección otorgadas a favor de personas migrantes.  
 

2. Realizar acciones de difusión sobre los mecanismos de rendición de cuentas, 
con los que cuentan las mujeres en caso no reciban una atención adecuada por 
parte de jueces y/o fiscales que atienden casos de violencia de género. La 
información debe difundirse de forma clara, deben explicar claramente que 
dichos mecanismos también pueden ser utilizados por personas migrantes.  

 
 
Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
        
 

1. Reiterar su recomendación sobre la necesidad de modificar los protocolos 
dictados en el marco de la Ley n.°30364 y su reglamento, incorporando pautas 
específicas para la atención de mujeres migrantes202. Entre ellas, se debe 
establecer expresamente, incluyendo en las secciones dedicadas a personas 
migrantes, que ninguna autoridad en el marco de la Ley n.°30364 y su 
reglamento debe exigir para la atención de casos de violencia de género de 
personas migrantes que estas porten un documento específico.  
 

2. Establecer las rutas de atención y mecanismos eficientes para la articulación 
entre CEM, Migraciones y el Ministerio de Relaciones Exteriores, a fin de 
coordinar la implementación de medidas migratorias de protección para aquellos 
casos en los cuales existe una situación de vulnerabilidad. En ese sentido, 
garantizar el acompañamiento para la obtención de medidas de protección como 
exoneración de multas y tasas, flexibilización de requisitos y regularización 
migratoria 
 

3. Realizar acciones de difusión dirigidas a mujeres migrantes sobre los servicios 
de atención establecidos por la Ley n.°30364, así como la ruta de atención para 
casos de violencia de género haciendo especial énfasis en informar que la 
condición migratoria irregular no constituye un impedimento ni un riesgo para las 
personas que acceden al sistema de justicia para denunciar violencia de género.  
 

4. Incluir acciones de capacitación que aborden la atención de personas migrantes 
y refugiadas en los Planes de Desarrollo del Programa Aurora en los próximos 
tres años, priorizando su inclusión en las regiones con CEM que registran mayor 
cantidad de casos de violencia de género contra personas migrantes.  
 

 
202 Defensoría del Pueblo. Violencia basada en género contra mujeres migrantes en Perú. Documento de trabajo Nº 

002-2021-DP/ADM, p. 132-133. 
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5. Adoptar las medidas administrativas y presupuestales necesarias para 
garantizar los recursos humanos suficientes para brindar los servicios de 
asistencia jurídica en los CEM, priorizando de ser el caso los CEM ubicados en 
las regiones que reportan mayor cantidad de casos de violencia de género.  

 
 
A la Policía Nacional del Perú       

 
1. Modificar la Central Única de Denuncias en línea, para que contemple 

adicionalmente el registro de otros documentos de identificación, considerando 
como mínimo al CPP y el carné de solicitante de refugio.  
 

2. Adecuar los sistemas de registro a fin de proteger la identidad de las personas 
víctimas de violencia de género, al brindar información solicitada a través de 
solicitudes de acceso a la información pública.   
 

3. Incorporar en las capacitaciones sobre violencia de género, que realicen un 
componente relativo a la atención de personas migrantes, o contemplar realizar 
acciones de capacitación específicas sobre la atención de mujeres migrantes 
víctimas de violencia de género. Se sugiere priorizar las regiones policiales que 
registran un mayor número de denuncias por este tipo de casos. 
 

4. Crear un manual para la atención de personas migrantes dirigido a efectivos 
policiales, que incluya pautas sobre la atención de mujeres víctimas de violencia 
de género203.  

 
 
Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos  
 

1. Incrementar progresivamente la contratación de defensores públicos de defensa 
de víctimas especializados en la atención de casos de violencia de género, 
incluyendo aquellos de mujeres migrantes, priorizando las direcciones distritales 
que registran mayores tasas de nuevos patrocinios sobre la materia en los 
últimos años. 
 

2. Implementar las acciones de capacitación y sensibilización necesarias a todo el 
personal que presta servicios de orientación legal y/o patrocinio de casos por 
violencia de género, a fin de que cumplan con brindar a la persona migrante que 
accede a dichos servicios, información sobre la normativa migratoria relativa a 
las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad.  
 

3. Incluir de manera expresa en todo manual guía y protocolo dirigido a las y los 
funcionarios el derecho de toda mujer migrante o refugiada de acceder de 
manera libre a los servicios que brinda la entidad, sin la exigencia de un 
documento de identidad que acredite su condición migratoria regular.  

 
 
 

 
203 Se recomienda que este manual contenga información sobre los derechos que tienen las personas migrantes, así 

como la prohibición expresa de que los efectivos policiales les exijan documentos de identidad específicos para su 

atención y/o realicen actos de discriminación en su contra. A tales efectos, se sugiere incorporar en este manual 

ejemplos prácticos que permitan identificar a los efectivos policiales las acciones que deben realizar y los 

comportamientos que deben evitar      
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Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio Público, Policía 
Nacional del Perú, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Poder Judicial y 
Ministerio de Salud 

 
1. Reiterar la recomendación204 de diseñar estrategias e implementar la 

interoperabilidad entre las instituciones integrantes del SNEJ a fin de facilitar su 
necesaria articulación a fin de fortalecer y acelerar el proceso de implementación 
del RUVA.  

 
2. Garantizar la incorporación en el RUVA de las siguientes variables: nacionalidad, 

edad, región de atención y tipo de violencia de la que fue víctima tanto la persona 
atendida como quien la agredió, las variables migrante y refugiada, así como todo 
tipo de opción de identificación tanto para las mujeres nacionales como para las 
migrantes. 

 
  

 
204 Informe de Adjuntía N°027-2020-DP/ADM “Informe de supervisión sobre el funcionamiento del Sistema Nacional 

Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo 

Familiar”. 
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ANEXOS 

 
Anexo 1: Solicitudes de información presentadas 

 

Institución 
Fecha de 

presentación 
Estado 

Fecha de 
atención 

MIMP 26/10/22 Atendida 18/11/22 

MININTER 26/10/22 Atendida 28/10/22 

Dirección de Tecnología de 
Información y Comunicaciones de 
la PNP  

26/10/22 Atendida 08/10/22 

Región Policial Lima 30/10/22 Atendida 
17/11/22 – 
12/12/22 

Tercera Macro Región Policial La 
Libertad 

26/10/22 Atendida 02/11/22 

Novena Macro Región Policial 
Arequipa 

26/10/22 Atendida 12/12/22 

Migraciones 26/10/22 Atendida 09/11/22 

Gerencia General del Poder 
Judicial 

27/10/22 Atendida 09/11/22 

Comisión de Justicia de Género 
del Poder Judicial  

31/10/22 Pendiente - 

Comisión Permanente de Acceso a 
la Justicia de Personas en 
Condición e Vulnerabilidad y 
Justicia en tu Comunidad del 
Poder Judicial 

31/10/22 Atendida 18/11/22 

Ministerio Público 11/11/22 Atendida 
30/12/22 - 
05/12/22 

Ministerio de Relaciones Exteriores  17/11/22 Atendida 22/11/22 
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Anexo 2: Denuncias ante el Ministerio Público por violencia de género contra 
personas migrantes por distrito fiscal205 

 

Distrito fiscal 2019 2020 2021 2022 Total 

Amazonas  1 2 9 12 

Ancash  1 4 14 19 

Apurímac  1 2  3 

Arequipa  3 23 54 80 

Ayacucho 1 1 9 22 33 

Cajamarca   2 2 4 

Callao 7 4 122 167 300 

Cañete 1 2 10 9 22 

Cusco 7 1 16 57 81 

Huánuco   2 5 7 

Huaura   86 133 219 

Ica  1 39 58 98 

Junín  1 24 26 51 

La Libertad 4  110 248 362 

Lambayeque 6 8 76 145 235 

Lima 3 3   6 

Lima Este 13 13 366 596 988 

Lima Noroeste 2 1   3 

Lima Norte 7 1  1 9 

Lima Sur 8 12 263 421 704 

Madre de Dios  1 12 31 44 

Moquegua   13 24 37 

Pasco   3 2 5 

Piura  2 55 114 171 

Puno   1 8 9 

San Martín 5  1 4 10 

Santa  1 41 142 184 

Selva Central   13 16 29 

Sullana   14 26 40 

Tacna 1  35 84 120 

Tumbes  1 77 115 193 

Ucayali 1 1 8 24 34 

Total general 66 60 1429 2557 4112 

 

 
205 Tabla elaborado por la OCPF en base al SGF y SIATF. Información proporcionada por el Ministerio Público 

mediante Oficio 001319-2022-MP-FN-OCPF del 23 de noviembre de 2022. La Defensoría del Pueblo ha sombreado 

en rojo los cinco distritos fiscales con mayor cantidad de casos de violencia de género contra personas migrantes, y en 

verde, los cinco distritos fiscales con menor cantidad de casos de violencia de género.  
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Anexo 3: Denuncias ante el Ministerio Público por violencia de género contra 
personas migrantes por nacionalidad206 

 

Nacionalidad Total 2019 2020 2021 2022 

Chile 66 5 1 16 44 

China 14 0 0 4 10 

Colombia 242 6 7 85 144 

Ecuador 78 8 3 21 46 

Estados Unidos 22 0 0 11 11 

Venezuela 3690 47 49 1292 2302 

Total general 66 60 1429 2557 4112 

   

 
206 Elaborado por la OCPF en base al SGF y SIATF. Información proporcionada por el Ministerio Público mediante 

Oficio 001319-2022-MP-FN-OCPF del 23 de noviembre de 2022. 
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Anexo 4: Acusaciones fiscales realizadas por el Ministerio Público por 
violencia de género contra personas migrantes por distrito fiscal207 

 

Distrito fiscal 2019 2020 2021 2022 Total 

Amazonas    2 2 

Ancash   1 2 3 

Apurímac     0 

Arequipa   4 11 15 

Ayacucho   2 4 6 

Cajamarca     0 

Callao 1 1 25 33 60 

Cañete   1 1 2 

Cusco 1  3 11 15 

Huánuco    1 1 

Huaura   16 26 42 

Ica   8 11 19 

Junín   4 5 9 

La Libertad   22 49 71 

Lambayeque 1 1 15 27 44 

Lima     0 

Lima Este 3 2 73 118 196 

Lima Noroeste     0 

Lima Norte 1    1 

Lima Sur 1 2 51 82 136 

Madre de Dios   2 6 8 

Moquegua   2 6 8 

Pasco   1  1 

Piura   11 21 32 

Puno    1 1 

San Martín    1 1 

Santa   8 27 35 

Selva Central   2 2 4 

Sullana   3 4 7 

Tacna   6 17 23 

Tumbes   14 22 36 

Ucayali   1 3 4 

Total general 8 6 275 493 782 

 
 

 
207 Tabla elaborada por la OCPF en base al SGF y SIATF. Información proporcionada por el Ministerio Público 

mediante Oficio 001319-2022-MP-FN-OCPF del 23 de noviembre de 2022. La Defensoría del Pueblo ha sombreado 

en rojo los cinco distritos fiscales con mayor cantidad de casos de violencia de género contra personas migrantes, y en 

verde, los nueve distritos fiscales con menor cantidad de casos de violencia de género.  
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Anexo 5: Centros Emergencia Mujer por región a agosto de 2022208 

 

Departamento 
Número de CEM en funcionamiento según categoría 

Total 
Regulares y 

7x24 
Comisarías 

Centro de 
Salud 

Amazonas 9 7 2 0 

Ancash 29 21 8 0 

Apurímac 12 7 5 0 

Arequipa 24 11 13 0 

Ayacucho 15 12 3 0 

Cajamarca 16 13 3 0 

Callao 8 4 4 0 

Cusco 26 18 8 0 

Huancavelica 10 7 3 0 

Huánuco 14 11 3 0 

Ica 17 7 10 0 

Junín 18 12 6 0 

La Libertad 23 15 8 0 

Lambayeque 12 3 9 0 

Lima 85 34 51 0 

Loreto 13 10 3 0 

Madre de Dios 5 4 1 0 

Moquegua 6 3 3 0 

Pasco 7 4 3 0 

Piura 19 8 10 1 

Puno 20 13 7 0 

San Martín 18 10 8 0 

Tacna 9 4 5 0 

Tumbes 7 3 4 0 

Ucayali 8 4 4 0 

Total general 430 245 184 1 

 

 
208 Elaborado por el MIMP en base al Portal estadístico del Programa Aurora. Información proporcionada por el MIMP 

mediante Carta 000302-2022-MIMP-AURORA-REI del 18 de noviembre de 2022. 


